~ Dº CONSTITUCIONAL II ~
T-1: LA CORONA
1.1 La Monarquía parlamentaria como forma política del Estado español
El art. 1.3, CE. define la forma política del Estado español como una monarquía parlamentaria.

Es una definición imprecisa, esta falta de precisión ha sido la causante de que dicha definición haya sido ampliamente discutida por la doctrina. 

Al hablar de monarquía nos podemos referir a varias cosas:

· Monarquía como forma de Estado: Se refiere a la monarquía absoluta basada en el principio monárquico, donde la titularidad de la soberanía reside parcial o totalmente en el monarca y donde el poder soberano es tal, que afecta a la propia naturaleza del Estado.

· Monarquía como forma de gobierno: Se refiere a la monarquía parlamentaria basada en el principio democrático, donde la titularidad de la soberanía reside en el pueblo y donde la monarquía es un elemento accesorio que ya no configura el Estado.
La definición de monarquía parlamentaria como forma política del estado ha acabado por tener un mero valor retórico que no contradice en absoluto la naturaleza de nuestro régimen constitucional, indiscutiblemente basado en el principio democrático propio de la monarquía como forma de gobierno.

Nuestra Constitución expone con toda claridad las normas a las que deberá someterse la conducta del monarca configurando así una monarquía racionalizada. Una prueba de esa racionalización es la claridad que adopta nuestra Constitución respecto a la titularidad de la soberanía, ya que el art. 1.2, CE. señala que la soberanía nacional reside en el pueblo español, del que emanan todos los poderes.

De ahí se deduce que el principio democrático es la esencia y fundamento del régimen constitucional español y eso tiene una consecuencia inmediata, y es que el rey es el titular de un órgano del Estado, que es la Corona. El rey se convierte en titular de un órgano más del Estado y su actuación está delimitada por la Constitución y el reste del ordenamiento jurídico.

Nuestra monarquía parlamentaria, considerada como forma de gobierno, está sustentada en 3 pilares:

1. El rey, el cual ya no forma parte del poder ejecutivo sino que aparece como un poder diferenciado del resto de poderes del Estado, al que se denomina poder moderador. Este poder moderador se puede delimitar en 3 puntos:
· el rey no debe tomar parte en la lucha política

· el rey no tiene poderes propios

· el rey tiene una función de realización con los demás poderes del Estado.

2. Las Cortes, tienen un papel predominante. Esa supremacía se debe a que políticamente el Gobierno deriva de un órgano parlamentario y necesita constantemente de su confianza para gobernar. Jurídicamente las cortes generales son las que ejercen la potestad legislativa, es decir son las que elaboran las leyes. Institucionalmente intervienen en la configuración de otros órganos del Estado. Esta supremacía se reafirma más aún por el hecho de que las Cortes monopolizan la representación del pueblo español porque son el único órgano del Estado que emana directamente de la voluntad popular.

3. El Gobierno, procede de las Cortes porque, aunque el presidente del gobierno sea propuesto por el rey, para ser nombrado necesita la investidura del Congreso del los Diputados. El Gobierno es el impulsor del sistema político, pero hemos de destacar la preeminencia del Presidente del Gobierno y el hecho es que nuestra monarquía parlamentaria ha funcionado hasta ahora sobretodo como una monarquía presidencialista porque ese órgano ha sido más bien el Presidente del Gobierno y no el Gobierno entendido como un órgano colegiado y solidario.
En definitiva, en nuestra Constitución la Corona ya no se refiere al titular de uno de los poderes clásicos del Estado sino a un órgano institucionalizado cuyo titular, además de ser el Jefe del Estado, aparece como un poder moderador claramente diferenciado de los otros poderes estatales y al que se le atribuyen funciones propias.

La Corona considerada como un órgano del Estado implica que su titular debe ejercer única y exclusivamente las competencias tasadas que le reconocen la Constitución y las leyes. Pero además al tratarse de una institución abarca algo más de lo que se refiere a su titular. Por eso se regulan otras cuestiones conexas como la sucesión al trono, la regencia, la tutela regia, etc.

1.2 Las funciones constitucionales del monarca.

Vienen reguladas en el art. 56.1, CE. 

De ahí se deducen unas funciones genéricas y unas funciones específicas.

· Funciones genéricas:

· Función simbólica: el rey, y por extensión la Corona, es un auténtico símbolo, pero al analizar esa función simbólica podemos significar que la Corona personalizada en el rey tiene un carácter mítico cuyas raíces se encuentran en la evolución histórica de la monarquía. Históricamente la monarquía significaba que el rey era el medidor entre el pueblo y sus creencias más profundas, que normalmente eran de carácter divino, de manera que le rey ocupa una posición intermedia entre el pueblo y Dios. Ese carácter mítico de la Corona es lo que ha constituido a lo largo de la historia un titulo de legitimidad de poder encaminado fundamentalmente a obtener la obediencia. Por supuesto en las sociedades democráticas y laicas la legitimidad del monarca no puede ser otra que la utilidad de su ejercicio.

Un segundo sentido de la función simbólica recogido en el art. 56, CE. afirma que el rey es símbolo de la unidad del Estado porque como Jefe del Estado ocupa una situación de preeminencia institucional en la que aparece como figura, como punto o como centro, al que se le imputan formalmente las decisiones más importantes del Estado.
Por otra parte en un Estado como el nuestro, un Estado de las autonomías, esa referencia a la unidad del Estado tiene especial significación. La Corona a lo largo de la historia ha simbolizado el elemento unificador de los diversos territorios que constituían la monarquía española, si bien todos ellos están dotados de personalidad jurídica-política propia.

El rey simboliza también la permanencia del Estado. La Corona se identifica con el pasado porque ya viene de atrás y se basa en la herencia porque se va transmitiendo siempre y cuando haya herederos que la puedan conferir, y eso hace que trascienda a la actualidad y que confiera al Estado una mayor vinculación con su permanezca en le futuro, o lo que es lo mismo, da una cierta seguridad de que va a seguir en el futuro.

Por último se refiere a su carácter integrador en el sentido de que contribuye a la integración política de una sociedad porque se trata de un elemento identificador de una comunidad política. A eso contribuye el hecho de que la Corona no tome parte en las contiendas políticas y que, como ocurre en España, los miembros de la familia real no tomen parte en las elecciones.
La Corona puede desempeñar una función simbólica y de integración social si su ejercicio se lleva a cabo con un talante moderno y democrático que impida su identificación con grupos o clases sociales determinadas.

· Función representativa: podemos distinguir 4 aspectos.

1. Asume la más alta representación del Estado: En el derecho internacional los sujetos normales, aunque no los únicos, son los Estados. Por eso es necesario indicar que órganos de esos Estados son los que pueden realizar actos con relevancia internacional. 

Según las diferentes Constituciones en todos los Estados hay un órgano que centraliza las relaciones internacionales y que, a pesar de tener una composición plural, aparece ante el exterior como una unidad. Ese órgano central se compone generalmente del Jefe de Estado, el Jefe del Gobierno y el ministro de Asuntos Exteriores, a los que pueden asociarse otros ministros cuando se trate de cuestiones que afecten a su departamento.
El rey desempeña un papel importante en las relaciones internacionales, y los viajes del monarca, recibido siempre como el máximo órgano del Estado español, pueden ser de incalculables beneficios para el Estado. La proyección internacional del rey es importante, pero la dirección de la política internacional y la capacidad de decisión en este campo pertenecen únicamente al Gobierno, lo cual es lógico porque nuestra monarquía es parlamentaria y por tanto la función representativa que desempeña el rey debe ser compatible con la función rectora de la política exterior, que es propia del Gobierno. Por eso toda actividad internacional del rey requiere la presencia a su lado del presidente del Gobierno, del ministro de asuntos exteriores o en su caso de cualquier otro miembro del Gobierno español.

Por último resaltar que esa alta representación del rey cobra especial relevancia en los países con los que tenemos una vinculación histórica, cultural y lingüística, es decir con la Comunidad Hispánica de Naciones.

2. Encarna el ius legationis: Consiste en acreditar a los embajadores y otros representantes diplomáticos y que los representantes extranjeros en España se acrediten ante él. Esto consiste en la titularidad activa y positiva del ius legationis, que es el derecho que el ordenamiento jurídico internacional reconoce normalmente a los jefes de Estado para enviar o recibir agentes diplomáticos. 
El rey acredita a los embajadores y otros representantes diplomáticos, pero él no es quien los nombra porque esa es una competencia del Gobierno. Y respecto al os embajadores extranjeros, están acreditados ante él pero, quien les otorga el placet, que es la aprobación de representante extranjero, no es el monarca sino el Consejo de ministros.

3. Manifiesta el consentimiento del Estado para obligarse internacionalmente: En esta materia la función del rey se limita únicamente a manifestar el consentimiento del Estado, pero no le corresponde a él tomar la decisión. El papel que le atribuye la Constitución se reduce a manifestar la voluntad de otro órgano que es el que ha decidido.

4. Declara la guerra y hace la paz: según la Constitución al rey le corresponde declarar la guerra y hacer la paz, previa autorización de las Cortes. La intervención del rey es puramente formal porque quien decide entrar en guerra es el Gobierno apoyado por las dos Cámaras de las Cortes.

· Función moderadora: Consiste en vigilar por el funcionamiento regular de las instituciones con el objeto de evitar los excesos  o los choques de unos poderes sobre otros. Se trata de una moderación informal que el rey ejerce en razón de la apoliticidad de su persona, de su permanencia en el cargo y de la irresponsabilidad de su función. No va más allá de la capacidad de influencia en razón del prestigio que el rey tenga. Para llevarla a cabo el rey tiene el derecho a ser consultado, el derecho de animar o estimular y el derecho de advertir, ahora bien, para ejercer estas facetas es necesario que el monarca disponga de 2 elementos indispensables. Por un lado que el Gobierno especialmente a través de su presidente le tenga debidamente informado de todos los asuntos del Estado. Y por otro lado que disponga de un aparato burocrático que le suministre todos los datos indispensables para ejercer dicha función.
En todo caso no se trata de un poder de decisión sino de una capacidad de influir en razón de la supremacía de su imposición. Además este tipo de moderación debe ser estrictamente confidencial sin que pueda tener trascendencia pública

· Función arbitral: El titular de la Corona no solo debe moderar el funcionamiento legal de las instituciones sino que también tiene reconocida la facultad de arbitrar cuando así lo requiera dicho funcionamiento. En ocasiones puede ocurrir que la función moderadora no se diferencie claramente de la arbitral. Pero la arbitral es más amplia y se basa en 3 condiciones. La primera es que la actuación del rey es pública y no confidencial como la moderadora. La segunda es que esa función no se ejerce fuera del ámbito constitucional, sino en razón de una competencia genérica reconocida en la propia Constitución. Y la tercera es que únicamente cabe utilizarla en situaciones excepcionales en que se ponga realmente en peligro el funcionamiento regular de las instituciones.
La competencia arbitral más clara de la Corona que reconoce la Constitución es la de proponer candidato a presidente del Gobierno, que además solo alcanza la verdadera significación en los casos en que no haya una clara mayoría gubernamental tras las elecciones generales.
· Funciones específicas:
Según el art. 56, CE. además de las funciones genéricas, le corresponden al rey todas las que expresamente le atribuyan la Constitución y las leyes. Son funciones específicas del jefe del Estado y son unas funciones tasadas de las que no puede salirse, pero al mismo tiempo son unas funciones abiertas puesto que, además de las reconocidas en la Constitución, leyes posteriores le pueden reconocer otras. Todas estas funciones están relacionadas con los de más poderes del Estado, pues la característica principal de la monarquía parlamentaria consiste en que el monarca participa en todos los poderes, pero es sí, junto a otros órganos del Estado.

· Ámbito electoral: 

1. Convoca las elecciones a Cortes Generales: En realidad el rey puede aconsejar sobre el día más apropiado para la celebración de las elecciones, pero la decisión final de fijar la fecha del día concreto le corresponde al presidente saliente.

2. Convoca los referéndums: También aquí la convocatoria del rey es un acto reglado en todos los extremos, ya que la propuesta es del presidente del Gobierno, previamente autorizado por el Congreso de los Diputados. No se trata de que concurran tres voluntades, sino únicamente dos: la del presidente y la del Congreso, porque el rey no dispone de ningún margen de discrecionalidad respecto de su convocatoria.
3. Nombra a los miembros de la Junta Electoral Central: Que es la encargada de supervisar la legalidad de todos los procesos electorales, y el nombramiento de sus miembros le corresponde al rey, aunque de nuevo se trata de un acto debido.

· En relación con el Tribunal Constitucional: Los miembros del TC son elegidos por las Cortes Generales, por el Consejo General del Poder Judicial y por el Gobierno. El rey se limita a formular el nombramiento.

· En relación con el Gobierno y la Administración: 

1. Propone, nombra y cesa al presidente del Gobierno: El procedimiento a seguir por el rey es el siguiente: en primer lugar inicia un periodo de consultas con los representantes designados por los grupos políticos con representación parlamentaria, para las cuales el rey no tiene plazo. Esas consultas se limitan a entrevistarse con los representantes de los grupos políticos de menor a mayor importancia numérica que integran el Congreso de los Diputados. Pero nada se opone a que el rey llame a algún otro grupo político representado solo en el Senado, o incluso a personalidades extra-parlamentarias. Igualmente el rey puede organizar una segunda ronda de conversaciones si lo estima necesario. Acabadas las consultas, el rey, a través del presidente del Congreso, propone a las Cámaras un candidato a presidente del Gobierno. El significado de esa propuesta puede ser variable según sea la composición de la Cámara. Si hay una mayoría parlamentaria absoluta, el rey, tras las consultas meramente protocolarias, propondrá al candidato del partido que haya conseguido esa mayoría. Si en las elecciones ningún partido ha obtenido mayoría absoluta ni un número de diputados suficiente para gobernar minoritariamente de forma estable, entonces el poder arbitral del rey aumenta porque debe proponer a un candidato que cuente con una mayoría en el Congreso que le permita gobernar. El rey en ese caso deberá proponer al líder de una coalición que pueda reunir más de 175 diputados, no tiene porque ser el líder del partido que haya obtenido más escaños. Por último, si no hay una mayoría absoluta y los diferentes partidos no se han puesto de acuerdo para formar una coalición estable, el rey deberá convencer al líder del partido con mayor número de diputados para que intente superar la votación de investidura mediante pactos que le permitan formar un gobierno estable. Si el candidato propuesto por el rey no logra pasar la votación de investidura, el rey deberá proponer a otro u otros en sucesivas propuestas. Pero si ninguna prospera antes de 2 meses después de la 1ª propuesta, el rey tendría que disolver las Cortes y convocar nuevas elecciones. En definitiva, el papel del rey consiste en simplemente en proponer a un candidato que, de una forma u otra, cuente con el suficiente apoyo parlamentario que le permita formar un gobierno estable. Salvo en caso de una mayoría absoluta el rey dispone de cierto margen de discrecionalidad para realizar la propuesta.
El nombramiento del presidente del Gobierno, una vez que ha obtenido la investidura del Congreso es un acto reglado al que el rey está obligado. La naturaleza de la monarquía parlamentaria significa que el presidente del Gobierno únicamente necesita la confianza del Congreso pero no la del monarca.

Respecto al cese del presidente del Gobierno, se formaliza mediante Real Decreto firmado por el rey, pero de nuevo es un acto obligado. De manera que el rey no tiene capacidad para cesar al presidente del Gobierno, simplemente firma su cese

2. Nombra y cesa a los miembros del Gobierno, expide los Reales Decretos acordados en el Consejo de Ministros: El rey no tiene ninguna facultad para nombrar, separar o cesar a los miembros del Gobierno, porque eso lo decide exclusivamente el presidente del Gobierno. El rey no puede negarse a firmar el nombramiento o el cese de los diferentes ministros. El rey expide los Reales Decretos acordados en el Consejo de Ministros, de tal manera que es ese Consejo de Ministros  el que toma la decisión de aprobar el Decreto y no el rey.

3. Preside ciertas sesiones del Consejo de Ministros: Es una manifestación más del derecho que tiene el rey a ser informado de los asuntos del Estado y no es una atribución de tomar decisiones en el Consejo de Ministros, por lo que esos Consejos son únicamente deliberantes y no decisorios con el objeto de mantener la neutralidad del jefe del Estado.

4. El rey ejerce el mando supremo de las Fuerzas Armadas: En primer lugar es preciso determinar si esto quiere decir que el rey tiene el mando supremo efectivo de las FFAA o si por el contrario no se trata más que de una mera función simbólica que es inherente a la más alta posición constitucional que ocupa el monarca. Entendemos junto con la doctrina mayoritaria, que la función del mando supremo de las FFAA que la Constitución atribuye al rey es meramente simbólica. No obstante, el rey firma las resoluciones adoptadas por otros órganos que son los que han tomado la decisión y, en ese sentido, también firmará las resoluciones que se refieran a las FFAA.
Ese carácter honorífico o simbólico de mando supremo de las FFAA puede llegar a ser efectivo en situaciones excepcionales. En ese caso entraría en juego su función arbitral como un poder de reserva, cuando se ha producido un bloqueo de las instituciones del Estado. Entonces, si se da una indisciplina en el ejército, el rey desde su posición de árbitro, puede dar órdenes, como jefe supremo de las FFAA. Esa función de dar órdenes sin competencia real de mando necesita la concurrencia de 3 condiciones: 1º circunstancias de extrema gravedad para el país; 2º que la orden del rey no pueda ser prendada por estar incapacitado el Gobierno; 3º que la decisión sea pública y notoria con el fin de obtener el apoyo de la opinión pública.

5. Confiere empleos civiles o militares: Es una competencia que se atribuye en todo régimen parlamentario al jefe del Estado, sea rey o presidente de la República. La decisión de esos nombramientos deriva únicamente del Gobierno, y la atribución del rey es puramente simbólica y se utiliza solo para los cargos públicos o profesiones de mayor importancia. En la actualidad esta atribución se conserva excepcionalmente en los supuestos de cargos civiles y militares de la casa del rey, en los que el rey tiene intacto su poder discrecional para nombrar a las personas que desee.
6. Concede honores y distinciones: Es una atribución simbólica pero es indiscutible que el monarca tiene una cierta capacidad de decisión, porque es posible que pueda sugerir la concesión de honores y distinciones a determinadas personas. En lo que se refiere a títulos nobiliarios, de momento el rey mantiene todavía una discrecionalidad casi absoluta.

7. Le corresponde el Alto Patronazgo de las Reales Academias: El hecho de incluir esta atribución se debe a motivaciones históricas, puesto que estas instituciones se denominan Reales Academias en razón deque fueron fundadas por la Corona. Y por otra parte se debe también al deseo de expresar una especial vinculación con la cultura, fomentando así el sentido integrador de la sociedad que la Corona debe desempeñar.

· En relación con las Cortes Generales:

1. Sanciona, promulga y manda publicar las leyes: La intervención del rey se refiere únicamente a las leyes aprobadas por las Cortes Generales, quedando fuera las leyes aprobadas por las asambleas de las CCAA. Además esta intervención de rey no le involucra en el proceso legislativo porque su actuación no es constitutiva o perfectiva, es decir, su intervención no es necesaria para que la ley esté terminada, sino que es un acto debido que no tiene más valor que el puramente formal. Aunque aparentemente se trata de 3 actos diferentes, en realidad consiste en un solo acto que se materializa con la firma del monarca.
La sanción es un acto formalmente necesario para la validez y la eficacia de la ley simplemente porque lo ordena la Constitución. Pero de nuevo es un acto debido del que el rey debe cumplimentar en un plazo de 15 días, sin posibilidad de ejercer un veto, ya sea suspensivo o devolutivo.

La promulgación es una atribución propia de todas las jefaturas del Estado, su naturaleza es distinta según se trate de un régimen monárquico o republicano porque, mientras que en la monarquía parlamentaria la promulgación es también un acto debido, en un régimen republicano es posible que le presidente de la República pueda ejercer un control discrecional sobre la oportunidad, autenticidad o la formación regular de la ley.

En nuestro actual sistema monárquico, el rey no puede negarse a la promulgación de una ley, ni por razones de oportunidad, ni por razones de legitimidad formal o sustancial, porque el único juez de la constitucionalidad de las leyes es el TC.

El único valor de la promulgación de las leyes en nuestro derecho actual reside en ser un acto escrito con carácter formal que mantiene una forma tradicional de expresarse. Finalmente el rey tiene la facultad de ordenar la inmediata publicación de las leyes sancionadas y promulgadas. La publicidad de las leyes es uno de los pilares esenciales en que se basa el estado de derecho, pues la ley, considerada como expresión de la voluntad general debe darse a conocer a quienes siendo titulares de la soberanía no han participado en su elaboración y desde luego la mejor forma de hacer públicas las normas no es otra que la publicación en un diario oficial.
La Constitución atribuye al rey el mandato de enviar a la presidencia del gobierno, en el plazo de 15 días, las leyes sancionadas y promulgadas para su inmediata publicación en el BOE, pero no establece ningún plazo para su inserción en ese boletín. Ese mandato de la publicación de las leyes no es un requisito para su validez porque la ley ya existe desde su aprobación por las Cortes. Es una condición indispensable para su eficacia porque sin ella las leyes no podrían entrar en vigor. El plazo de 15 días se lleva a cabo desde el momento de la recepción de la ley por el rey a través del presidente del Gobierno. Cualquier demora en la publicación de las leyes en el BOE una vez que se ha cumplido el plazo de los 15 días para la sanción y promulgación por el rey hay que atribuirlo a la responsabilidad del presidente del Gobierno que es quien debe refrendar la ley, porque en todo caso, el rey es irresponsable.

2. Convoca y disuelve las Cortes Generales: Nuestra actual Constitución regula restrictivamente esta facultad regia y se refiere únicamente a la reunión de ambas Cámaras al inicio de las legislaturas, tras las elecciones. Eso quiere decir que el rey no convoca los periodos de sesiones en los que anualmente se reúnen las Cortes, ni tiene facultad para convocar sesiones extraordinarias. Se dedica exclusivamente a convocar las nuevas Cámaras una vez que sus presidentes le han comunicado la constitución de las mismas.

La facultad de disolver las Cortes Generales e suna mera atribución formal. Nuestra Constitución, además del supuesto de disolución ordinaria por agotamiento normal de la legislatura, contempla 3 supuestos de disolución: 1º disolución anticipada, la decide el presidente del Gobierno y el rey no supone de ninguna discrecionalidad para la disolución, que es competencia exclusiva del presidente del Gobierno; 2º disolución automática, el rey, e caso de que ninguno de los candidatos propuestos para presidente del Gobierno logre la investidura en el plazo de 2 meses está obligado constitucionalmente a disolver las Cortes, la disolución es automática sin que el rey pueda actuar de otro modo, limitándose a comprobar el transcurso del plazo establecido; 3º disolución constitucional, en el supuesto de reforma agravada de la Constitución, regulada en el art. 168, CE. una vez aprobada la reforma por ambas Cámaras el rey está obligado constitucionalmente a disolver las Cortes.

· En relación con el poder judicial:

1. La justicia se administra en su nombre: En los regímenes monárquicos esta fórmula es tradicional como consecuencia de que los jueces eran nombrados por el rey en periodos de la monarquía absoluta. Sin embargo, desaparecido el poder discrecional del rey se ha mantenido esta fórmula con carácter meramente simbólico.

2. Nombra al presidente del Tribunal Supremo y al Fiscal General del Estado: Dentro de la atribución general que la Constitución concede al rey respecto a conferir los empleos civiles, los constituyentes quisieron destacar dos importantes cargos de administración de justicia, por eso el presidente del Tribunal Supremo y el Fiscal General del Estado, con independencia de quien les proponga, son nombrados por el rey. En los dos casos se trata de propuestas vinculantes de las que el rey no puede separarse.
3. Ejerce del derecho de gracia: El derecho de gracia consiste en la exculpación por la que el Estado, o bien exime al condenado por un delito del cumplimiento de la pena impuesta en virtud de una sentencia penal firme, o bien renuncia a la imposición total de la pena. En nuestro actual derecho, esta prerrogativa corresponde al rey, pero su ejercicio requiere ciertas condiciones: 1º su ejercicio viene regulado por la ley la cual deberá establecer un margen de decisión que le corresponda al rey, porque aunque se le conceda cierta iniciativa, deberá ejercerla siempre en consonancia con el Gobierno y con el refrendo del Consejo de Justicia; 2º la Constitución prohíbe la concesión de amnistías o indultos generalizados, luego únicamente se permiten los indultos personales; 3º la Constitución prohíbe que la prerrogativa de gracia proceda de una proposición de iniciativa popular; 4º la Constitución prohíbe que la prerrogativa real de gracia sea aplicable a los supuestos de responsabilidad criminal del presidente y demás miembros del Gobierno.

· En relación con las Comunidades Autónomas:

Hemos de partir de la premisa de que el rey es el símbolo de la unidad del Estado y eso debe ser la pieza maestra del mantenimiento de esa unidad, y además al ser proclamado ante las Cortes prestó juramento de respetar los derechos de las CCAA y eso aparece como el garante del reconocimiento de esas CCAA en las que el Estado se divide para convertirse así en un estado de las autonomías.

LA Corona aparece como un importante factor de integración de las distintas nacionalidades y regiones en las que se divida España. De acuerdo con esa orientación la Constitución reconoce al rey la facultad de nombrar a los presidentes de las CCAA elegidos por las respectivas asambleas entre sus miembros. De esta manera los presidentes de todas las CCAA serán nombrados por el rey, si bien el rey se limita a formalizar la designación hecha por la asamblea legislativa correspondiente, de donde se deduce que el rey nombre pero no elige. Lo que ha planteado problemas es la falta de previsión de la Constitución sobre la persona que debe refrendar esos nombramientos. La duda o la laguna constitucional ha sido aclarada definitivamente por el TC al señalar que corresponde al presidente del Gobierno.

1.3 El estatuto jurídico del rey

El estatus del rey está configurado por una serie de prerrogativas que lo diferencian claramente de los otros órganos del Estado. Según el art. 56, CE. la persona del rey es inviolable y no está sujeto a responsabilidad, por tanto el rey goza de inviolabilidad y de la irresponsabilidad de su persona. La inviolabilidad del rey puede contemplarse desde 2 planos diferentes. En un plano externo quiere decir que el rey como jefe del Estado tiene la protección de las leyes o convenciones internacionales cuando esté en otro país. En un plano interno quiere decir que le rey goza de una situación de inmunidad frente a las leyes nacionales civiles o penales.

Por otro lado, el monarca está exento de toda responsabilidad jurídica o política cuando actúa como jefe del Estado. Si el rey tiene el carácter de símbolo de la unidad y de la permanencia del Estado en forma vitalicia, no sería lógico que estuviese expuesto a responsabilidades por las funciones que ejerce en el desempeño de su cargo. Admitido esto, sería absurdo que el rey pudiese tomar cualquier medida errónea que pudiera causar graves consecuencias de la índole que sea y no tuviese que responder ante nadie. Pues bien, el rey es irresponsable en su actuación como jefe del Estado en razón de que nunca actúa solo y siempre responde de alguien de las medidas que puedan ser equivocadas. A ello responde precisamente el sustituto del refrendo.
1.4 El refrendo

Tiene origen estrictamente monárquico y es consecuencia del desarrollo de la monarquía a lo largo de los siglos, desde su configuración como monarquía absoluta hasta la actual monarquía parlamentaria.

Durante la monarquía absoluta el refrendo no existía porque el rey no tenía limitados sus poderes por las leyes. En él residía la soberanía, y al no tener que dar cuentas a nadie de sus actos era también irresponsable absolutamente. Sin embargo una de las consecuencias de la Revolución Francesa fue precisamente la de acabar con esta idea. En esa fase de la monarquía limitada se recurrió a la ficción de que como el rey era irresponsable, sus ministros debían firmar y contrafirmar todas sus órdenes. Por tanto la responsabilidad de los actos reales se trasladaba a los ministros que eran los que respondían de las consecuencias jurídicas o políticas de dichos actos.

En nuestro constitucionalismo histórico, el refrendo tenía el sentido de mantener a la persona del rey, que era inviolable y sagrada, exenta de toda responsabilidad tanto si era él exclusivamente el autor de la decisión, como si se trataba de una decisión compartida con el Gobierno.

En la Constitución de 1978, donde se configura la monarquía parlamentaria, la irresponsabilidad del rey tiene 2 justificaciones muy concretas: 1º se quiere situar al frente del Estado a una persona que lo represente como símbolo de su unidad y permanencia, y por tanto debe ser irresponsable; 2º el rey es irresponsable porque el Gobierno es responsable ante el Parlamento, lo que nos indica que todos los actos del rey, al estar refrendados, son responsabilidad del refrendante, que responde ante las Cámaras.

No es cierto que en la actualidad el refrendo sea un acto complejo en el que son necesarias dos voluntades, la del rey y la del refrendante, sino que en todos los actos del rey con refrendo no existe más que una voluntad. En la mayor parte de los casos la del refrendante, en algunos casos la voluntad de un órgano ajeno al refrendante y al refrendado, y en muy contadas ocasiones exclusivamente al refrendado.

En cualquier caso, el refrendo hay que entenderlo como un acto debido, sin cuya existencia no son válidos los actos del Estado, por tanto si en la mayor parte de los casos la decisión del acto no procede de la voluntad del rey y sin embargo se mantiene la necesidad de su firma se debe a que es símbolo de la unidad y permanencia del Estado y a que debe participar simbólicamente en los actos más importantes de los demás poderes del Estado.

El refrendo, tal y como lo concibe nuestra Constitución, es la necesidad de que todos los actos del Estado en los que interviene el rey deben ir contrafirmados, además de por la propia firma del monarca, por otra persona. Consiste por tanto en la contrafirma que acompaña a la firma real en todos los actos en que sea necesaria su participación como jefe del Estado.
El concepto de refrendo viene a comprender 3 cosas:

1. que en nuestra monarquía, al ser una monarquía parlamentaria, junta al jefe de Estado, irresponsable políticamente, se reconocen un presidente del Gobierno y un Gobierno responsables ante el Parlamento que asumen la responsabilidad de los actos del rey mediante un refrendo.

2. En una monarquía parlamentaria el refrendo garantiza que el rey sea tenido al corriente de los asuntos del Estado, para lo cual participa en los actos de otros poderes del Estado.

3. Viene a significar que la persona que lo ejerce, junto a la firma real, no solo es responsable del acto, sino que incluso está obligada a vigilar su ejecución.

Los actos objeto del referendo son todos los que realiza el rey como jefe del Estado y vienen tasados en la Constitución. La única excepción en cuanto a la obligación del refrendo se refiere a los actos propios de su vida privada y lo que se denominan actos personalísimos del rey, incluso aunque tengan relevancia constitucional. Tampoco necesita refrendo para la distribución de la cantidad global que anualmente recibe de los presupuestos generales del Estado.

La propia Constitución exime de refrendo el nombramiento y la destitución de los miembros civiles y militares de la Casa Real, pero en la práctica se ha adoptado la figura del Real Decreto para proveer a los últimos ceses y nombramientos en la Casa Real, por lo que la decisión libre del rey ha sido refrendada por el presidente del Gobierno.

Los actos en los que interviene el rey pueden ser refrendados por las personas que aparecen como responsables de los mismos y, según el art. 64, CE., únicamente pueden ser sujetos refrendantes: el presidente del Gobierno, los ministros competentes o el presidente del Congreso de los Diputados. El presidente del Gobierno es el sujeto que más frecuentemente refrenda los actos del rey. Además si se plantea quién debe refrendar un acto del rey porque no está delimitado jurídicamente con claridad al final deberá ser el presidente del Gobierno quien lo refrende. Ministro competente a efectos del refrendo será el titular del departamento al que corresponda el asunto que exige refrendo, cabe que puedan ser varios ministros si se trata de una cuestión interministerial, lo que no cabe es el refrendo de todo el Gobierno en pleno ni de un miembro del Gobierno que no sea ministro. Se reconoce también el refrendo al presidente del Congreso para los 3 casos concretos que recoge el art. 99, CE. : la propuesta a candidato del presidente del Gobierno; el nombramiento del presidente del Gobierno; y la disolución de las Cortes si ningún candidato propuesto por el rey lograse la confianza de la Cámara en dos meses.
No cabe que la ley reconozca otros sujetos refrendantes además de los señalados, son solo los tres reconocidos en la Constitución y así lo ha reafirmado también el TC.

El refrendo, tanto en lo que se debe al refrendante como al refrendado, aparece como un acto debido al que ninguno de los dos sujetos se puede oponer en principio. En caso de inacción o pasividad de uno de los órganos firmantes no cabe ningún recurso. Si la causa por la que se niegan a firmar es un defecto de forma o procedimental, la firma de uno de ellos supone la subsanación; pero si la causa es política, la única salida que queda es la dimisión del órgano refrendante. 
Distinguiremos 3 clases de refrendo:

· Refrendo expreso: es el más común y el que se realiza por escrito apareciendo en el BOE. A su vez el refrendo expreso puede ser de 3 tipos:

· Derivado, es aquel en el que la voluntad unilateral del acto es únicamente del refrendante.

· Traslaticio, ni el refrendante ni el refrendado han intervenido en la confección y aprobación del acto, que es consecuencia de un tercero.

· Originario, en el cual el refrendante confirma un acto genuino del rey para asumir su responsabilidad si haber tenido nada que ver con él.

· Refrendo tácito: supone que, ya que el rey es irresponsable de todos sus actos, incluso los no propiamente jurídicos, es necesario que siempre haya un sujeto que responda por él. De esa manera el refrendo tácito consiste en la presencia de algún miembro del Gobierno junto al rey en sus actividades oficiales.

· Refrendo presunto: supone la presunción de que los actos del rey que no pueden ser cubiertos ni por refrendos expresos ni refrendos tácitos, también son asumidos de forma presunta por el Gobierno.

1.5 La sucesión, la regencia y la tutela del rey menor

La sucesión
La Constitución Española regula la sucesión en su art. 57 basándose en una serie de principios:

1. Principio de primogenitura: Supone que de entrada, el heredero del rey es el primer hijo nacido en su matrimonio o, en caso de que no tenga hijos, el de más edad entre los llamados a sucederle según los principios que veremos a continuación.

2. Principio de preferencia del varón: el principio de primogenitura quiebra si el primer nacido del matrimonio real o de los llamados a sucederle no es varón porque, dentro del mismo grado, es decir ente hermanos, tendrá derecho preferente el varón sobre la mujer, aunque la mujer sea la mayor. De esa manera en el mismo grado tendrá preferencia el varón, pero si no hay varones podrá ser heredera la mujer. La Constitución del 78 admite en su art. 57 la vigencia de la ley sálica mínima y a ese respecto se ha argumentado una quiebra del art. 14 que proclama la igualdad entre sexos. Sin embargo, al excepcionalidad de este precepto se ha defendido en razón de respeto a la tradición.
3. Principio de preferencia de grados: según el CC los grados equivalen a generaciones, por lo que se prefieren las personas de generación más próxima al rey, es decir can antes los hijos que los nietos.

4. Principio de preferencia de líneas: la serie de grados las forman las líneas, que pueden ser anteriores o directas o posteriores o colaterales, estableciéndose el mejor derecho a sucesión para las personas que pertenecen a la primera, es decir a la anterior o directa, es decir hijos, nietos… antes que hermanos, tíos, primos o sobrinos del rey.

5. Principio de representación: En el caso de fallecimiento del llamado a suceder al rey sus descendientes, de acuerdo con los principios anteriores, pasan a obtener por representación los derechos de la Corona.

La Constitución contempla igualmente el caso límite de inexistencia de un sucesor por extinción de todas las líneas llamadas en derecho. En ese caso serían la Cortes Generales, reunidas en sesión conjunta, las que deberían decidir como se debe proveer a la sucesión a la Corona en la forma que más conviniera a los intereses de España.

Se trataría de decidir si se llamaba a otra dinastía diferente a la que ha reinado tradicionalmente en España. Lo que la Constitución no aclara es quién ostentaría mientras tanto la jefatura del Estado. Lo que sí contempla la Constitución son los supuestos en los que se pondrá en funcionamiento el mecanismo sucesorio. Son estrictamente 3:
1. Fallecimiento: Es el supuesto natural para que se produzca la sucesión que además no está explícitamente previsto en la Constitución, aunque se deduce de forma implícita.
2. Abdicación: Que exige el cumplimiento de 3 requisitos. El 1º que sea voluntario, es decir que el rey, en ejercicio de su propia voluntad y por las razones que sean, decide no seguir ejerciendo la titularidad de la Corona; 2º la abolición significa que la titularidad de la Corona se transmite en el mismo acto al inmediato sucesor; 3º las constituciones monárquicas históricas exigían, para llevar a cabo la abdicación, una autorización de las Cortes por medio de una ley especial, y en ese sentido la Constitución establece que haga mediante ley orgánica.
3. Inhabilitación permanente: Tampoco está explícitamente reconocida en la Constitución, pero cabe deducirla de forma implícita. La Constitución se refiere a la inhabilitación temporal del rey que le impida el ejercicio de su autoridad siendo reconocida por las Cortes, en cuyo caso entraría provisionalmente la regencia. Sin embargo, la Constitución no tiene prevista la inhabilitación permanente del rey, como ocurriría por ejemplo en el caso de demencia o de locura. Se supone que también debería ser reconocida por las Cortes y se procedería a la sucesión.

Finalmente el art. 57 menciona otros 2 supuestos que pueden afectar al orden sucesorio:

1. Las renuncias: No están aclaradas en el propio texto constitucional, por lo que debemos acudir a la experiencia histórica para entenderlas. Se viene distinguiendo entre renuncia regia y renuncia sucesoria.

La renuncia regia es aquella en que un rey en ejercicio renuncia de manera definitiva a sus derechos y a los de sus sucesores respecto a la Corona. No se trata de una abdicación, sino de una renuncia que también afecta a sus herederos, con lo cual se extinguiría la dinastía. Es una opción con carácter definitivo y por tanto no cabe una renuncia temporal a la titularidad de la Corona.

La renuncia sucesoria se refiere a la que pueden llevar a cabo las personas que estén comprendidas en el orden sucesorio, pero no el rey. En este caso el renunciante renuncia por él y no por el resto de los llamados a suceder y, por supuesto, no supone la desaparición de la dinastía.
2. Las dudas de hecho o de derecho en el orden sucesorio: En ese caso las Cortes, mediante ley orgánica, serían las que resolverían.

La regencia
Si una de las ventajas que normalmente se le atribuyen a la monarquía frente a la República es la permanencia constante del rey por encima de los avatares políticos que se puedan desarrollar, es necesario prever los supuestos en los que habiendo rey éste no puede desempeñar su función por alguna causa momentánea que se lo impida. A esa necesidad responde la institución de la regencia, dirigido a sustituir a la persona del rey de forma provisional y a mantener las funciones que constitucionalmente se le atribuyen.

Si en la República se prevé que en caso de tener que reemplazar momentáneamente al presidente, existe otra persona que le sustituye, en la monarquía también era necesario prever este supuesto. Nuestra Constitución regula 2 clases de regencia:

· Regencia por minoría del rey: Está condicionada por los años que se exigen para la mayoría de edad del rey, que en nuestro caso se alcanza a los 18 años como todos los españoles. De esta manera el rey menos se asegura de forma automática la sucesión de la Corona pero con su sustitución temporal por un regente hasta que cumpla los 18 años.

· Regencia por inhabilitación del rey: La inhabilitación temporal que prohíbe al rey ejercer su autoridad comprende 3 supuestos posibles: la enfermedad grave del rey, su ausencia del territorio español, la incapacidad en los términos que expone el CC, que es la provocada por enfermedades de carácter físico o psíquico que impidan a una persona gobernarse por sí misma. La inhabilitación del rey que puede dar lugar a la regencia debe ser reconocida por la Cortes Generales.

La regencia es una institución transitoria destinada a ejercer la jefatura del Estado hasta que el rey sea mayor de edad o deje de estar inhabilitado. Por tanto su duración será la misma que la del supuesto que lo ha originado. Se trata de una interinidad en el poder que se ejerce en nombre del rey por mandato constitucional. Lo que la Constitución no contempla es que ocurriría en caso de fallecimiento, incapacitación o renuncia del regente. 

El mandato constitucional de la regencia supone que la persona o personas llamadas a ejercerla deberán prestar el mismo juramento que el rey al ser proclamado y además el de fidelidad al rey.

En cuanto a sus funciones, cabe entender que son las mismas que lleva a cabo el rey.

Respecto a quién puede ser regente, además de exigir ser español y mayor de edad, en la Constitución hay 2 tipos de atribución de la regencia:

· Regencia legítima: viene atribuida legítimamente por la Constitución en razón del mayor o menos parentesco con el rey.

En la regencia por minoría del rey, será sujeto de la regencia el padre o la madre del rey y en su defecto el pariente de mayor edad más próximo a suceder en la Corona. En la regencia por inhabilitación del rey la regencia legítima corresponde, si diera mayor de edad, al príncipe heredero o, si no lo fuera, la regencia se adjudicaría como en el caso anterior.
· Regencia electiva: para el caso de que no existiese ninguna de las personas llamadas a la regencia legítima la Constitución prevé que sean las Cortes Generales, en sesión conjunta de las dos Cámaras, las que nombren una regencia que podría estar formada por una, tres o cinco personas.

La tutela del rey menor

El art. 60, CE. distingue la función de la regencia de la función concreta de la tutela del rey menor durante su minoría de edad. Aunque algún sector de la doctrina ha manifestado el carácter estrictamente privado de esta función, cabe sostener por el contrario que se trata de una función pública en razón de la personalidad del tutelado.

En derecho civil la tutela es una función jurídica confiada a una persona para que guarde y proteja a los menores o incapacitados y a sus bienes. Sin embargo, la tutela regia que regula la Constitución se refiere únicamente al rey menor de edad, pero no al incapacitado.

Se reconocen 3 tipos de tutoría regia:

· Tutoría parlamentaria: será tutor del rey la persona que en su testamento hubiera nombrado el rey difunto, siempre que sea español de nacimiento y mayor de edad.

· Tutoría legítima: cuando el rey difunto no hubiera señalado en su testamento la tutoría de su sucesor menor de edad, será tutor el padre o la madre mientras permanezcan viudos.

· Tutoría colectiva: si no se dan los dos casos anteriores, el tutor del rey menor será nombrado por las Cortes Generales en sesión conjunta de ambas cámaras, suponiéndose también en este caso que el cargo tendrá que recaer e un español de nacimiento y mayor de edad.

Por último la Constitución establece dos tipos de incompatibilidades respecto a las personas llamadas a ejercer la tutela regia: 1. no se podrán acumular los cargos de regente y de tutor regio salvo si se trata del padre, madre o ascendentes directos del rey; 2. el ejercicio de la tutela regia es también incompatible con todo cargo de responsabilidad política.

T-2: LAS CORTES GENERALES

2.1 El sistema bicameral
A lo largo de la historia, en el derecho constitucional español, se han sucedido tanto parlamentos bicamerales como unicamerales, pero la preferencia ha sido por el modelo bicameral. Por referirnos a la historia más reciente de la que deriva la configuración actual de nuestro parlamento, la ley para la reforma política de 1977 instauró unas Cortes bicamerales compuestas por Congreso y Senado. La razón de esa instauración bicameral se debió a dos causas fundamentales: la 1ª el deseo de establecer una segunda cámara más moderada que pudiera actuar de contrapeso frente a los excesos de la Cámara baja y en 2º lugar era el deseo de transmitir una cierta continuidad con el constitucionalismo monárquico tradicional.

Dicho esto, la Constitución del 78 en su art. 66 impone un régimen bicameral al señalar que las Cortes Generales están constituidas por el Congreso de los Diputados y por el Senado. La fórmula bicameral estuvo presente en todo el periodo constituyente. La discusión no se planteó sobre la conveniencia o no de un sistema bicameral sino sobre el modelo y composición de la segunda cámara que se quería constitucionalizar. Las razones de ese consenso fueron, por una parte el antecedente de la ley para la reforma política del 77, y por otra el hecho de que todas las fuerzas políticas mayoritarias defendieron su conveniencia. 
El art. 66 atribuye la representación del pueblo español, en igualdad de condiciones, tanto al Congreso como al Senado. Sin embargo el bicameralismo instaurado es lo que se ha denominado un bicameralismo imperfecto, puesto que el Congreso y el Senado tienen asignadas funciones diferentes y además se ha producido un destacado predominio del Congreso sobre el Senado.

Los parlamentos bicamerales funcionan sobre la base de la separación de ambas cámaras, lo cual quiere decir que cada cámara es independiente de la otra en todo lo relativo a la organización y al funcionamiento interno. Que nadie puede ser a la vez miembro de ambas cámaras y que las cámaras deliberan por separado. Hay excepciones en las que las cámaras celebran sesiones conjuntas, pero se trata de actos no legislativos que tienen que ver con la Jefatura del Estado.

2.2 Autonomía de las Cámaras
El Parlamento como representante de la soberanía popular tiene una serie de prerrogativas para el mejor cumplimiento de sus funciones:

· Autonomía administrativa: Se concreta en la aprobación del Congreso y el Senado del estatuto del personal de las Cortes Generales, de acuerdo con el art. 72, CE. Ese reconocimiento constitucional de ese estatuto supone la constatación de la especialidad de la administración parlamentaria y de su particular función administrativa frente a la administración pública. Esa especialidad se manifiesta fundamentalmente en la selección de su personal, en su régimen distributivo y en su régimen disciplinario.
La autonomía de administrativa de las cámaras se caracteriza en el derecho español por 2 notas: 1º su independencia se fundamenta en la propia Constitución, en su art. 72. y 2º el control de la actividad administrativa parlamentaria se reconoce a los órganos jurisdiccionales.

· Autonomía disciplinaria y los poderes de policía: El ejercicio de los poderes de disciplina y de policía se encomienda a los presidentes de las cámaras. El ejercicio de la potestad disciplinaria se extiende a todas las personas vinculadas de un modo u otro con la cámara: al público que asiste a las sesiones y a los medios de comunicación social que están presentes; además de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado destinados a la protección de las sedes parlamentarias, están a las órdenes de sus presidentes respectivos.
Esta autonomía tiene dos manifestaciones:

· La cámara es la única competente para adoptar las medidas que afecten a su seguridad, pudiendo su presidente expulsar a aquellas personas que la violen.

· Ninguna autoridad, ya sea civil o militar, puede entrar en el recinto parlamentario sin el consentimiento de su presidente.
· Autonomía financiera: Atribuye a las cámaras la suficiente y necesaria independencia frente a los demás poderes del Estado especialmente frente al Gobierno. Su reconocimiento constitucional en el art. 72 es una novedad no solo en nuestro derecho histórico sino también en el derecho comparado, porque su regulación se suele hacer en los reglamentos de las cámaras y no en los textos constitucionales.

El contenido de esta autonomía exige que cada una de las cámaras tenga su propio presupuesto preparado solo por ella, votado solo por ella y liquidado también por ella misma, sin intervención alguna del Ministerio encargado de las finanzas ni del Tribunal de Cuentas. El art. 72 no deja lugar a dudas sobre el grado de autonomía del que disfrutan las cámaras en confección y aprobación de presupuestos. Cada una de ellas aprueba su propio presupuesto, por lo que no existe un presupuesto general y común a ambas cámaras. Así se impide cualquier fiscalización presupuestaria de una cámara sobre la otra. La elaboración y aprobación corresponde a cada cámara y posteriormente se envía el presupuesto al Ministerio de Economía para que sea incluido en el proyecto de presupuestos generales del Estado. Finalmente, las cámaras son también soberanas en la ejecución y la gestión de su presupuesto, de manera que el papel de los órganos gestores de la Hacienda Pública se limita a efectuar los libramientos solicitados.

· Autonomía de gobierno: El art. 72 establece también la autonomía de gobierno en las cámaras, en la medida de que les corresponde a ellas mismas la elección de sus órganos rectores. El fundamento de esta autonomía descansa en que el nombramiento de sus órganos de gobierno solo puede corresponder al propio Parlamento para que este pueda moverse con total libertad y garantía.
· Autonomía reglamentaria: Es la capacidad de las cámaras de dictar sus propios reglamentos. Además de estos reglamentos las resoluciones de la presidencia de las cámaras también son manifestaciones de esa autonomía. Estas resoluciones encuentran sus fundamentos en las facultades que los propios reglamentos asignan a los presidentes de las cámaras para interpretarlas en casos de duda y para suplirlas en casos de omisión o laguna. Además esas resoluciones también son susceptibles del recurso de amparo.

2.3 Los Reglamentos

Las cámaras, en ejercicio de su autonomía reglamentaria reconocida en el art. 72, también pueden darse su propia norma que no es otra que el reglamento.

La relevancia de los reglamentos radica en que en ellos se regulan pormenorizadamente aspectos importantes de la estructura y funcionamiento  de las cámaras, tales como: su constitución, el examen de incompatibilidad, los diferentes órganos parlamentarios, la elaboración del orden del día, el régimen de discusión y votación, los procedimientos legislativos, el modo de ejercer el control y la fiscalización del Gobierno, las relaciones con los demás órganos del Estado y el ejercicio de la disciplina parlamentaria.

El problema que plantean los reglamentos es su naturaleza jurídica. En derecho español, el reglamento parlamentario tiene naturaleza jurídica propia: es una norma jurídica con independencia de que su aplicación, en unos casos, pueda circunscribirse al ámbito interno de la cámara y, en otros casos en cambio, puede producir efectos hacia el exterior. Ese carácter jurídico se confirma en la ley orgánica del TC, donde se establece que los reglamentos de las cámaras de las Cortes Generales y que las Asambleas legislativas autonómicas son susceptibles de declaración de inconstitucionalidad. 

El reglamento parlamentario provoca 3 clases de efectos:

1. Sobre el funcionamiento y composición de los órganos parlamentarios, así como sobre el estatus de sus miembros.

2. Sobre los terceros destinatarios del precepto que se trate.

3. Sobre el propio ordenamiento jurídico.

En nuestro derecho, el reglamento parlamentario se caracteriza por una serie de notas:

1. Es una manifestación-autoregulación de las Cortes aprobada exclusivamente por ellas, quedando excluida cualquier intervención directa en su aprobación por parte del Gobierno. Ahora bien, deben ser aprobadas y reformadas contando con un amplio consenso de todos los grupos parlamentarios a efectos de no ser una norma impuesta por la mayoría.

2. Únicamente pueden ser controlados por el TC, según el art. 27 de su ley orgánica.

3. Es una norma jurídica que disfruta del mismo rango jerárquico que la ley pero no e suna ley en sentido estricto porque se aprueba automáticamente sin la intervención de la otra cámara. No requiere sanción ni promulgación y no necesita tampoco su publicación en el BOE, aunque en la práctica si que se publica. 

Así lo ha entendido desde el primer momento nuestro TC, para quien los reglamentos parlamentarios son disposiciones asimiladas a las leyes y disposiciones normativas con rango de ley. La diferencia con las leyes no es jerárquica, puesto que ambas disfrutan de la misma jerarquía en el ordenamiento jurídico, sino competencial. Materialmente el reglamento parlamentario solo está habilitado para regular aquellas materias reservadas por la propia Constitución para esta categoría de normas jurídicas, y por eso las leyes no pueden invadir esos ámbitos reservados.
Su impugnación se realiza a través del recurso de inconstitucionalidad. Además se puede interponer el recurso de amparo contra los actos singulares de aplicación de los reglamentos que hayan vulnerado derechos fundamentales.

En la actualidad, aunque no se ponga en duda la potestad normativa de las cámaras, lo norma es la prórroga de los reglamentos parlamentarios en las legislaturas posteriores. Aunque también en la actualidad se plantea la insuficiencia de nuestros actuales reglamentos, tanto del Congreso como del Senado, ambos del 88, los cuales requerían alguna reforma.

T-3: LAS CORTES GENERALES (II)
3.1 El estatuto jurídico del parlamentario
· Mandato representativo o mandato no imperativo: Es la propia Constitución la que en el art. 67 afirma que los miembros de las Cortes Generales no estarán ligados por mandato imperativo. Estamos ante el principio de representación política según el cual los parlamentarios son absolutamente libres a la hora de manifestar su opinión y emitir su voto, de manera que el Parlamento no puede votar en contra de las directrices de su partido y de su grupo parlamentario.

· Acceso a la condición de parlamentario: En una democracia no es otro que el proceso electoral. Hay 2 circunstancias que condicionan la posibilidad de competir  para adquirir la condición de parlamentario y la posibilidad de ejercer dicha condición una vez que se ha producido la proclamación de candidato electo por parte de la junta electoral provincial correspondiente:

· Inelegibilidad: Afecta a la capacidad de un ciudadano para competir como candidato a las elecciones para un determinado cargo público. En este caso las cusas de inelegibilidad pretenden impedir que aquellas personas que ostentan ya un cargo público puedan prevalerse del mismo para participar en las elecciones en condiciones de ventaja frente a otros candidatos. La inelegibilidad supone la garantía de igualdad en el proceso electoral. Si la representación a las elecciones de una persona incurse en alguna de las causas de inelegibilidad solo es posible previa dimisión del cargo correspondiente.

· Incompatibilidad: Se refiere a la incapacidad para simultanear el ejercicio de la función parlamentaria con otro cargo público o con determinadas actividades privadas. La razón de ser de las causas de incompatibilidad no exige la previa dimisión para participar en el proceso electoral, sino el abandono del cargo o de la actividad con la que el puesto parlamentario es incompatible una vez obtenido el escaño.

Los efectos de una y otra circunstancia son diferentes. En caso de la inelegibilidad el resultado de la elección es nulo, sin que quepa convalidación. Mientras que en el caso de incompatibilidad el resultado es válido, teniendo que optar el elegido por una u otra actividad. A pesar de las diferencias entre una y otra el art. 70, CE contiene una lista mínima común de causas de inelegibilidad e incompatibilidad, la cual ha sido ampliada por la LOREG.

La verificación de la capacidad de inelegibilidad se atribuye a las juntas provinciales en el acto de proclamación de candidaturas y respecto a las incompatibilidades, su control se lleva a cabo en el Congreso y el Senado. En caso de declarase incompatibilidad, el parlamentario dispondrá de 8 días para optar entre el escaño y el cargo incompatible. Si no elige se entenderá que renuncia al escaño.

Una vez proclamado el candidato electo por la junta electoral correspondiente, para adquirir la condición de parlamentario los reglamentos de las cámaras exigen jurar o prometer acatamiento a la Constitución. El no prestar juramento o promesa de acatar la Constitución no conlleva la pérdida del escaño, sino únicamente a no adquisición de la condición de parlamentario, de manera que le candidato electo puede adquirir en cualquier momento la condición de parlamentario a lo largo de la legislatura.

Por último, los parlamentarios están obligados a realizar una declaración de todas sus actividades y bienes patrimoniales. Esas declaraciones se inscriben en un registro de intereses constituido en casa una de las cámaras. 

El estatus parlamentario disfruta de una serie de prerrogativas que no son privilegios personales, sino garantías funcionales que no protegen al parlamentario como tal, sino a la función parlamentaria que él desempeña. Son, por tanto, reglas objetivas que tienen que ser aplicadas siempre independientemente de cual sea la voluntad personal del parlamentario afectado. Son prerrogativas irrenunciables sobre las que solo puede disponer la cámara, pero nunca el parlamentario. Tienen como finalidad asegurar la autonomía e independencia de la cámara frente a los demás poderes del Estado, especialmente frente al Gobierno. En nuestra Constitución, dichas prerrogativas son 3:

1. Inviolabilidad: Es la más importante. La finalidad de esta prerrogativa es proteger la libertad del parlamentario en el ejercicio de sus funciones en cuanto tal. Ni las opiniones expresadas en el ejercicio de esas funciones, ni los votos emitidos en las decisiones parlamentarias deben suponer para él consecuencias negativas o sanciones jurídicas del tipo que sea. La interpretación que ha hecho el TC ha sido una interpretación restrictiva, reduciendo el alcance de la misma la protección de las opiniones que se expresen o los votos que se emitan en los actos parlamentarios, tanto si tienen lugar en la propia cámara correspondiente como fuera de ella. Pero no ampara las opiniones emitidas en actos no formalmente parlamentarios. Además la inviolabilidad protege al parlamentario por sus opiniones emitidas aun después de que haya cesado en su mandato. Finalmente hay que puntualizar que tanto la Constitución como los reglamentos de Congreso y Senado reconocen la inviolabilidad a los parlamentarios, con lo cual quedan excluidos los ministros del Gobierno que no sean miembros de la cámara.

2. Inmunidad: Es una prerrogativa que tiene por finalidad la protección de la libertad personal de los representantes populares contra aquellos procesos judiciales y detenciones que puedan desembocar en una privación de la libertad. Al igual que la inviolabilidad, pretende asegurar la independencia de las cámaras frente a los demás poderes del Estado. Mientras que la inviolabilidad ampara la libre formación de la voluntad del Parlamento, la inmunidad vela la composición y el funcionamiento de las cámaras.

Protege al parlamentario mientras es parlamentario y además es una protección puramente penal y no general, de manera que no se puede entender a procesos civiles, y tampoco es una protección absoluta porque no exime de responsabilidad penal, sino que establece el cumplimiento de determinados requisitos para exigir dicha responsabilidad. Por eso los parlamentarios pueden ser detenidos en caso de fragante delito y pueden ser procesados previa autorización de las cámaras.

El momento inicial de la protección es el momento de la elección y e se extiende durante tosa la legislatura, incluso en periodos de intercesiones.

La inmunidad parlamentaria se concreta en concesión del suplicatorio o, lo que es lo mismo, en la garantía de que es la cámara a la que pertenece el parlamentario la que tiene que conceder la autorización para que el parlamentario pueda ser procesado. La decisión tiene que ser tomada por el pleno de la cámara en votación secreta. Además el suplicatorio será necesario para continuar procesos ya iniciados o para mantener el arresto ya efectuado. El suplicatorio se caracteriza porque: 

· Es la autorización o no de las cámaras para poder proceder contra los parlamentarios.

· Es una actuación política que además debe ser motivada.

· La autorización se limita a las materias y solicitudes que se piden en el suplicatorio y los tribunales no podrán contemplar otros motivos ni otros delitos.

· Si hay una modificación referida al agravamiento de la calificación penal de los hechos, será necesario un nuevo suplicatorio.

· La delegación de la autorización por parte de la cámara es de naturaleza perpetua, es decir, sus efectos persisten aunque el parlamentario haya perdido su posición.

3. Fuero jurisdiccional: Prerrogativa según la cual los parlamentarios solo pueden ser juzgados ante el TS, como refleja el art. 71, CE. Con ello se impide el ejercicio del derecho del parlamentario incausado a la doble instancia, ya que por encima del TS no hay ningún otro tribunal. Aunque no existe la posibilidad de revisión de un tribunal distinto, el TC ha considerado que estamos ante una garantía establecida por la propia Constitución con la finalidad de otorgar una especial protección y por eso es perfectamente aceptable.

El parlamentario tiene derecho de asistir con voto a las sesiones del pleno y de las comisiones de las que forme parte. También tiene derecho de asistir, aunque sin derecho a voto a las comisiones de las que no forme parte y tiene derecho a percibir una asignación y otros derechos de contenido económico como ayudas económicas, franquicias e indemnizaciones por gastos que sean necesarios para el ejercicio de su función.

Tiene el deber de asistir a las sesiones del pleno y de las comisiones de las que sea miembro, sin divulgar actuaciones secretas de la cámara.

3.2 Los grupos parlamentarios
De la misma manera que el Estado democrático no puede funcionar sin los partidos políticos, el Parlamento no podría funcionar sin los grupos parlamentarios del partido político. Están integrados por un conjunto de parlamentarios vinculados por lazos ideológicos y tienen por objeto defender adecuadamente esa línea política en la cámara y facilitar y agilizar la actividad parlamentaria.

El protagonismo de los grupos parlamentarios es evidente si tenemos en cuenta que son ellas las que determinan la composición de diversos órganos parlamentarios, como las comisiones y diputaciones permanentes. Son los que deciden el orden del día a través de la Junta de Portavoces y ejercen la iniciativa legislativa. Se constituyen, dentro de los 5 días siguientes a la constitución de la cámara, mediante un escrito, dirigido a la mesa o a la presidencia de la cámara, donde consta la denominación del grupo, el nombre de sus componentes con sus firmas, el nombre del portavoz y los diputados que habitualmente podrán sustituirle.

Para la formación de un nuevo parlamentario, el reglamento exige al menos 10 senadores y el reglamento del Congreso exige un mínimo de 15 diputados, o bien un mínimo de 5 siempre y cuando hayan obtenido el 15% de los votos en las circunscripciones en que hubiesen presentado candidatura, o el 5% de los votos en el conjunto del Estado. Los diputados que no puedan formar grupo pero alcanzar esos mínimos y que no se integren en ningún otro grupo pasarán a formar parte del grupo mixto. Cuando los integrantes de un grupo queden reducidos a un número inferior a la mitad del mínimo exigido para su constitución en el Congreso o a menos de 6 en el Senado, el grupo se disuelve y sus miembros pasan al grupo mixto. Finalmente, los grupos disponen de una subvención fija y una proporcional al número de miembros para la realización de sus funciones y las Cámaras ponen a su disposición locales y medios materiales para llevar a cabo su labor parlamentaria, si bien tienen libertad para organizar y estructurarse.
3.2 La Junta de Portavoces
Aunque la Constitución no la contempla, la Junta de Portavoces es un órgano sumamente importante en la estructura y funcionamiento de la cámara. [art. 39 del Congreso] Dice que se reunirá bajo la presidencia del presidente del Congreso, asistiendo a ella, como mínimo, un vicepresidente, uno de los secretarios y el secretario general. Se compone de los portavoces de los grupos parlamentarios y de sus reuniones se da cuenta al Gobierno, para que envíe, si lo estima oportuno, un representante. Se reúne a iniciativa propia, a petición de 2 grupos parlamentarios o de una 5ª parte de los miembros de la cámara. Las decisiones se adoptan en función del criterio de voto ponderado.

Su función es exclusivamente política, en ellas se decide lo que va a ser políticamente la vida de la cámara, se fija el orden del día del pleno y hasta se puede decidir incluir en el orden del día un determinado asunto, aunque no hubiera cumplido todavía los trámites parlamentarios. Los art. 43 y 44 del reglamento del Senado regulan su Junta de Portavoces de manera similar.
T-4: LAS CORTES GENERALES (III)
4.1 Los órganos de gobierno
En derecho comparado podemos distinguir 2 tipos de cámaras según sea su dirección.
1. Son las cámaras que siguen el modelo de la cámara de los comunes inglesa, donde la dirección se encomienda a una sola persona.

2. El modelo que predomina en el continente europeo, en el cual la dirección de las cámaras es pluripersonal, y a ese órgano de dirección se le llama Mesa.

Tanto el reglamento del Congreso como el del Senado definen a sus respectivas Mesas como el órgano rectoral de la cámara, donde se deduce que la decisión no es individual, sino colegiada en ambas cámaras. La composición de la Mesa es distinta en Congreso y Senado. En el Congreso se compone de: 1 presidente, 4 vicepresidentes y 4 secretarios. En el Senado: 1 presidente, 2 vicepresidentes y 4 secretarios.
Los miembros de las Mesas son elegidos en la sesión constitutiva de las cámaras, diferenciándose claramente en el procedimiento para la elección del presidente, del procedimiento para elegir a los demás miembros. El presidente necesita mayoría absoluta en la 1ª votación, si ningún candidato obtiene esa mayoría se repite la votación entre los dos más votados, bastando entonces mayoría relativa. Para elegir a los demás miembros de las Mesas se sigue un sistema de limitación de voto, de manera que cada parlamentario solo puede escribir un nombre en cada papeleta y se los van designando por orden sucesivo, los que obtengan mayor número de votos. De esa manera se trata de conseguir que la Mesa exprese hasta donde sea posible el pluralismo de la representación parlamentaria.
Las funciones de la Mesa son de 2 tipos: una función rectora por la que dirige los trabajos la cámara y una función registral por la que recibe toda la documentación que va dirigida a la cámara y ordena su tramitación correspondiente.

Por último hay que añadir que por lo que se refiere a la dirección práctica de las cámaras es decisiva la figura del presidente, y por lo que se refiere a la dirección política es todavía más importante la Junta de Portavoces.
Las competencias del presidente están formalmente reconocidas en los reglamentos del Congreso y del Senado y son fundamentalmente de coordinación, de carácter representativo e interpretativo y de policía en el interior de las sedes. Lo que ocurre es que la figura del presidente está fuertemente reforzada en la práctica porque los reglamentos le atribuyen la facultad de interpretarlos en casos de laguna, y como estos supuestos son bastante frecuentes, el peso de la presidencia se acrecienta notablemente.
4.2 El Pleno
Art. 65, CE. Las cámaras pueden funcionar de 2 maneras distintas, en Pleno  y por comisiones. El Pleno está constituido por todos los miembros de la cámara y es la forma usual de funcionamiento de las cámaras con carácter deliberante, es decir con capacidad para adoptar las decisiones que le atribuyen la Constitución. El Pleno aparece como el órgano supremo del Parlamento, disfruta de una especial legitimación frente a los demás órganos parlamentarios en la medida en que está integrado por todos los miembros de la cámara. Representa la unidad de las cámaras y expresa la publicidad de la actividad parlamentaria frente al carácter no público de las sesiones de las comisiones. Ese carácter fundamental del Pleno no permite su identificación con lo que es la propia Asamblea porque el Parlamento continua existiendo con independencia de que el Pleno se halle reunido.
El Pleno se reúne a instancia de su presidente por propia iniciativa o a petición de al menos 2 grupos parlamentarios o una 5ª parte de los miembros de la cámara.

4.3 Las comisiones parlamentarias
Las comisiones realizan el trabajo especializado preparatorio de las decisiones que habrá de adoptar el Pleno. En el Parlamento de nuestros días, el trabajo de las comisiones es importantísimo, la mayor parte del volumen de trabajo del Parlamento se lleva a cabo en las comisiones, que es donde realmente se estudian con detalle los asuntos donde se realiza el control diario de la acción del Gobierno y donde se efectúa gran parte del esfuerzo de transacción política entre los grupos parlamentarios, fundamental en el funcionamiento de una democracia. Por eso la composición de las comisiones tiene que ser una  composición política, es decir una composición que refleje la del Pleno, de manera que los grupos parlamentarios estén representados en ellas en proporción al número de escaños que tienen en la cámara.
Internamente se constituyen como las cámaras, tienen una Mesa integrada por un presidente, 2 vicepresidentes y 2 secretarios. Por lo que respecta a su funcionamiento cada comisión designa dentro de ella una ponencia para cada asunto o proyecto del que debe informar. El informe que elabora la ponencia es el texto de trabajo que le sirve  la comisión para elaborar su dictamen, que se remite finalmente al Pleno para que, en su caso, sea aprobado.

Las comisiones se dividen en 2 categorías:

1. Comisiones permanentes: legislativas o no legislativas, se constituyen dentro de los 10 días siguientes a la sesión constitutiva de Congreso.

2. Comisiones no permanentes: se constituyen para un objeto determinado extinguiéndose a la finalización del trabajo encargado y, en todo cas, aun sin acabar ese trabajo, al acabar la legislatura; las más importantes son las comisiones de investigación.

Por último, se pueden constituir comisiones mixtas Congreso-Senado y comisiones conjuntas cuando 2 o más comisiones sean competentes sobre un asunto por razón de su materia.
4.4 Las diputaciones permanentes

Para fortalecer la presencia y el carácter permanente de las Cortes Generales, la Constitución ha mantenido una institución tradicional en nuestro constitucionalismo que es la diputación permanente. La originalidad de nuestra constitución estriba en que es la 1ª vez que se incorpora esta figura a unas Cortes bicamerales, con lo que hay dos diputaciones permanentes, una en cada cámara.

Art. 78, CE. Se componen de un mínimo de 21 diputados o senadores que representan a los grupos parlamentarios en proporción a su importancia numérica. Funcionan entre los periodos de sesiones, es decir durante las vacaciones parlamentarias, y además en los periodos de disolución de las cámaras.

Cada diputación es presidida por el presidente de la cámara correspondiente, y entre los miembros de la diputación se eligen 2 vicepresidentes y 2 secretarios. Por último, una vez reunida la correspondiente diputación permanente, dará cuenta de los asuntos tratados y de sus decisiones, sin que eso implique ningún tipo de control o de censura por parte de la cámara.
T-5: LAS CORTES GENERALES (IV)

5.1 La función legislativa

El Parlamento ya no ostenta el monopolio en la función de creación de las normas jurídicas. El Gobierno tiene la facultad de dictar normas con igual rango jerárquico que la ley. Además, los Parlamentos Autonómicos, en el ámbito de sus respectivas competencias, también gozan de potestad legislativa. Además desde la integración de España en la Unión Europea, el derecho comunitario posee una primacía sobre el derecho interno.

Por otra parte, la ley ya no goza del rango jerárquico superior dentro de nuestro ordenamiento jurídico porque la ley está sometida a la Constitución de acuerdo con el principio de constitucionalidad recogido en el art. 9.1, CE. Además, tanto las leyes emanadas de las Cortes Generales, como los Parlamentos de las CCAA son susceptibles de control constitucional ante el TC. La Constitución constitucionaliza reservas de ley, prohibiendo la regulación de esas materias a otras fuentes o bien imponiendo un procedimiento común. El proceso legislativo es el conjunto de actos y actuaciones parlamentarias, que son necesarias para llegar a ese acto normativo que es la ley, y en ese procedimiento pueden distinguirse 3 fases:

1. Introductoria: Es la presentación del texto ante las cámaras para su tramitación. La iniciativa legislativa es el inicio del procedimiento legislativo, o lo que es lo mismo lo que pone en marcha un proyecto que tras sus oportunas fases termina convirtiéndose en ley. La constitución de 1978 ha atribuido la iniciativa legislativa a una pluralidad de sujetos, al gobierno, a las cámaras, a las asambleas de las CCAA y ha previsto también la iniciativa legislativa popular.

· Iniciativa gubernamental: es la mas común en la actualidad porque se parte del convencimiento de que gobernar es legislar de manera que el gobierno que según el Art. 97 de la constitución tiene encomendado la función de dirección política, disfruta de este mecanismo de proyección y organización parlamentaria que es la iniciativa legislativa. Los textos que presenta el gobierno se denominan proyectos de ley y tienen prioridad en su tramitación frente a las proposiciones de ley, que son los textos que presentan las camaras. Tambien hay materias reservadas a la iniciativa gubernamental como es el caso de los presupuestos generales del estado. Según el Art. 88 de la constitución los proyectos ley deben ser aprobados en consejo de ministros y deben de ir acompañados de una exposición de motivos y de los antecedentes necesarios para pronunciarse sobre ellos. De ahí se deduce que la iniciativa legislativa no se encomienda al presidente del gobierno sino al consejo de ministros.

· Iniciativa parlamentaria: los textos que presentan las cámaras reciben el nombre de proposición de ley. En el congreso de los diputados las proposiciones de ley las tienen que presentar un grupo parlamentario o quince diputados; y en el senado un grupo parlamentario o veinticinco senadores. En toda iniciativa parlamentaria el gobierno manifestará su criterio respecto a su toma en consideración pudiendo oponerse a su tramitación cuando suponga una modificación de una delegación legislativa o bien cuando implique un aumento de créditos o una disminución de los ingresos presupuestarios. Toda proporción de ley después de su publicación y remisión, el gobierno será incluido en el orden del día para el tramite de su toma en consideración, si la proposición se presenta en el senado en esa cámara tendrá lugar su toma en consideración, y si la pasa se remitirá al congreso de los diputados donde ya se inicia su tramitación.

· Iniciativa de las CCAA: una novedad importante de nuestra constitución es el reconocimiento de la iniciativa legislativa a las CCAA. Esa iniciativa autonómica puede adoptar dos modalidades: 

1) Las asambleas legislativas de las CCAA pueden solicitar del gobierno la adopción de un proyecto de ley.

2) Pueden remitir a la mesa del congreso una proposición de ley delegando un máximo de tres miembros de su asamblea para que se encargue de defenderle. Esa proposición será examinada por la mesa del congreso para verificar que cumple los requisitos legalmente establecidos y una vez cumplidos será publicada, enviada al gobierno para que manifieste su criterio y acto seguido tendrá lugar el debate de su toma en consideración. En el caso de las proposiciones de ley presentadas ante la mesa del congreso sorprende la no participación del senado en el debate de toma de consideración ya que el senado es la cámara de representación territorial.

· Iniciativa popular: se reconoce en el Art. 87 de la constitución que exige un mínimo de 500.000 firmas acreditadas  y establece los límites de que esta iniciativa no recaiga en materias propias de ley orgánica, en materia tributaria de carácter internacional, ni en la prerrogativa del derecho de gracia. El régimen jurídico de esta iniciativa esta recogido en la ley orgánica de 26 de marzo de 1984.
2. Constitutiva: 
Proyectos de ley: Fase Constitutiva del proceso legislativo común:

El procedimiento legislativo ordinario se regula pormenorizadamente en los reglamentos del Congreso y del Senado. Como nuestro Parlamento es bicameral debemos distinguir entre la fase de Congreso y la fase de Senado. Los proyectos de ley aprobados por el Consejo de Ministros se remiten a la Mesa del Congreso de los Diputados acompañados de los antecedentes necesarios y de la exposición de motivos. La Mesa del Congreso ordena su publicación, abre un plazo de 15 días para la presentación de enmiendas y lo envía a la comisión legislativa correspondiente en razón de la materia. Las enmiendas pueden ser de 2 tipos: a la totalidad y del articulado.

Las enmiendas a la totalidad son las que versan sobre la oportunidad, los principios o el espíritu del proyecto y pueden pretender la devolución del proyecto al Gobierno, o pueden proponer un texto alternativo. Las enmiendas al articulado pueden ser de supresión, modificación o adición. Deben contener el texto alternativo que se proponga, las enmiendas en relación a disposiciones adicionales, transitorias, finales, derogatorias y a la exposición de motivos.

El Gobierno puede oponerse a toda enmienda que suponga un aumento de créditos o una disminución de ingresos presupuestarios. Se entiende que el silencio del Gobierno es una conformidad a la tramitación del proyecto.

Si se presentan enmiendas a la totalidad, tiene lugar un debate de totalidad en el Pleno: el presidente de la comisión trasladará al presidente del Congreso esas enmiendas para que sean incluidas en el orden del día de la sesión plenaria en la que vayan a debatirse. Allí se votan y puede ocurrir: 1º que se estime una enmienda a la totalidad con devolución, eso supone que el proyecto queda rechazado y que se acuerda su devolución al Gobierno de manera que no continúa su tramitación; 2º que se estime una enmienda a la totalidad con texto alternativo, en este caso se traslada este texto a la comisión correspondiente y se abre un nuevo plazo para la presentación de enmiendas, pero ahora solo pueden ser enmiendas al articulado; 3º que se rechace la enmienda a la totalidad, ya sea de devolución o de texto alternativo, en este caso se continua la tramitación del proyecto devolviéndolo a la comisión.

Finalizado el debate de totalidad, si lo hubiera habido, y en todo caso, una vez terminado el plazo de propuesta de enmiendas, la comisión nombra en su seno una ponencia formada por uno o varios ponentes que, con el texto y las enmiendas al articulado, redactan un informe en el plazo de 15 días. Su trabajo debería centrarse en el estudio, elaboración y redacción del informe que debería ser la base del trabajo en comisión. No obstante, en la práctica, la ponencia remite, informa y defiende ante la propia comisión un texto alternativo, resultado de la admisión o rechazo de ciertas enmiendas y de la aprobación de otras.

De esta manera las ponencias se han convertido en el centro de las deliberaciones y decisiones políticas, en lugar de realizar un examen técnico y jurídico del texto remitido. Concluido el informe de la ponencia comienza el debate en comisión que se realizará artículo por artículo, pudiendo hacer uso de la palabra los enmendantes y miembros de la comisión.

En esta fase no se pueden presentar nuevas enmiendas, únicamente las que tengan carácter transaccional, que son las que tienden a alcanzar un acuerdo por aproximación entre las enmiendas ya formuladas y el texto del articulado, y las que tienen por finalidad subsanar errores o incorrecciones técnicas, terminológicas o gramaticales. El texto resultante de la votación de cada uno de los artículos configura el dictamen de comisión, que se remite a al presidente del Congreso para su tramitación en el Pleno. Los grupos parlamentarios, dentro de las 48 horas siguientes a la fecha de terminación del dictamen deberán comunicar en escrito dirigido al presidente de la Cámara, los votos particulares y las enmiendas que han defendido en comisión que no han sido incorporadas al dictamen, pero pretenden defender en el Pleno.

El debate en el Pleno comienza por la propuesta del proyecto por un miembro de la comisión que defiende el dictamen resultante el debate en comisión con las enmiendas aprobadas y después intervienen los grupos parlamentarios que presentaron enmiendas y votos particulares y que, habiendo sido defendidas en comisión, no fueron incluidas en el dictamen. El presidente del Congreso ordena los debates y votaciones por artículos, grupos de artículos o de enmiendas o materias según los casos. También fija de antemano el tiempo máximo de debate de un proyecto distribuyéndolo entre las intervenciones previstas. Durante el debate se pueden admitir enmiendas que tengan por objeto la subscripción de errores o incorrecciones técnicas, terminológicas o gramaticales y también enmiendas de transacción cuando ningún grupo parlamentario se oponga a su admisión.

Si como consecuencia de la aprobación de un voto particular o de una enmienda, el texto resultante pudiera ser incongruente u oscuro en alguno de sus puntos, la Mesa de la Cámara podrá enviar de nuevo a la comisión el texto aprobado por el Pleno para que haga una redacción armónica dejando a salvo los acuerdos del Pleno.

El dictamen de la comisión se someterá nuevamente a la decisión final del Pleno, que deberá aprobarlo o rechazarlo en su conjunto en una sola votación. Ese proyecto con antecedentes y documentos producidos en la tramitación ante el congreso se envía al Senado. La Mesa del Senado ordena su publicación  y abre un plazo de 15 días para la presentación de enmiendas, si se presentan enmiendas se abre la fase de comisión y si no presentan las envía al Pleno. Si se abre la fase de comisión se designa la ponencia, elabora su informe, se debate y aprueba el dictamen en comisión y se remite al Pleno. 

El Senado dispone de un plazo máximo de 2 meses dentro del periodo ordinario de sesiones. Si transcurrido el plazo de 2 meses el senado no se hubiera pronunciado sobre el proyecto, hay que entender que el proyecto quedará aprobado. Una vez realizada su tramitación el Senado puede adoptar 3 medidas distintas respecto del texto enviado por el Congreso:

1. Aprobar el texto remitido por el Congreso en los mismo términos en los que fue enviado por este, en cuyo caso los recibirá el monarca para su sanción  y posterior promulgación y publicación.

2. Puede introducir enmiendas al texto aprobado por el Congreso, en este caso el texto se remite nuevamente al Congreso, y el Congreso puede aceptar o rechazar esas enmiendas por mayoría simple, o puede dejar transcurrir 2 meses aprobando el texto inicialmente remitido al Senado por idéntica mayoría.

3. El Senado puede interponer un veto mediante mensaje motivado aprobándolo con mayoría absoluta. En este caso volverá al Congreso que podrá ratificar por mayoría absoluta el texto inicialmente remitido al Senado, o por mayoría simple si no ha dejado transcurrir 2 meses desde la interposición del veto. En ambos casos, el Congreso supera el veto del Senado. Los proyectos de ley vetados o enmendados por el senado deben ser sometidos a nueva consideración por el Pleno del Congreso. Si es un proyecto de ley enmendado por el Senado, las enmiendas solo quedan incorporadas definitivamente al texto cuando son aprobadas por mayoría simple, en caso contrario se entiende aprobada la redacción que había sido aprobada por el Congreso.

Procedimientos de ley:

Se tramitan de la misma forma que los proyectos de ley, no obstante de forma previa deben ser tomadas en consideración por el Congreso de los Diputados, salvo las proposiciones de ley de iniciativa del Senado, que son tomadas en consideración por el Pleno de esa misma Cámara. La iniciativa se remite a la Mesa del Congreso acompañado de una exposición de motivos y antecedentes necesarios para poder pronunciarse sobre ella. La Mesa ordena su publicación y se remite al Gobierno para que manifieste su criterio, que no es vinculante respecto a la toma en consideración, así como su conformidad o no a la tramitación si implica un aumento de créditos o disminución de ingresos presupuestarios. En el debate de toma en consideración previamente se da lectura al criterio del Gobierno. Las proposiciones de ley planteadas a instancia de un Parlamento autonómico pueden defenderse en el Pleno po una delegación del mismo. Si la propuesta es tomada en consideración se abre el plazo para la presentación de enmiendas y se envía a la comisión correspondiente. En este caso ni se admiten enmiendas a la totalidad con devolución del texto, salvo cuando la iniciativa ha partido del Senado. Si no se toma en consideración, queda rechazada la propuesta de ley.

Procedimientos legislativos:

Pueden ser de dos tipos: los que se refieren a determinadas clases de normas jurídicas (ej. Ley orgánica) o aquellos de carácter genérico no asociados a ningún tipo de norma jurídica en particular (ej. Leyes de comisión).

El procedimiento legislativo especial para aprobar leyes orgánicas. Corresponde a la Mesa del Congreso, oída la Junta de Portavoces, aceptar eñl acuerdo para la tramitación parlamentaria especial como ley orgánica. Para su aprobación se requiere el voto favorable de la mayoría absoluta de los miembros del Congreso en una votación final sobre el conjunto del texto, si no se alcanza esta mayoría el proyecto se devuelve a la comisión, que deberá emitir un nuevo dictamen en el plazo de un mes, y si tampoco logra la mayoría del Pleno, el proyecto queda rechazado.

En el supuesto de que hubiera veto en el Senado, el Congreso solo podrás superarlo por mayoría absoluta, y en el caso de que se hubieran presentado enmiendas se exige también mayoría absoluta para su aceptación, de manera que, si no se alcanza, las enmiendas quedan rechazadas aprobándose el texto inicial del Congreso.

Por último no procede la delegación legislativa plena a favor de las comisiones permanentes. En el caso de las leyes orgánicas y en materias propias de leyes orgánicas también queda excluida la iniciativa legislativa popular, la legislación legislativa y los decretos-leyes.

Leyes de comisión:

El art. 75, CE. prevé la competencia legislativa plena de las comisiones al señalar que las Cámaras podrán delegar en las comisiones legislativas permanentes la aprobación de proyectos o proposiciones de ley. El procedimiento aplicable será el legislativo común, excluido el trámite de deliberación y votación final en el Pleno. De este procedimiento se exceptúa la reforma constitucional, las cuestiones internacionales, las leyes orgánicas y de bases y los presupuestos generales del Estado.

Procedimiento de lectura única:

Se utiliza en aquellos proyectos o propuestas de ley de naturaleza no compleja o sobre los que existe un amplio consenso entre los diferentes grupos parlamentarios. En este procedimiento no existe más que un debate y una votación directamente en el pleno sin pasar por su previo examen y votación en la cámara correspondiente. Adoptar este procedimiento corresponde al Pleno de la Cámara, a propuesta de la Mesa, oída la Junta de Portavoces. Una vez adoptado el acuerdo por el Congreso se procede a un debate con las normas establecidas para los de bates a la totalidad y, seguidamente, se somete el texto a una sola votación que, si es favorable, el texto queda aprobado y se remite al Senado.

El procedmiento de urgencia:

Supone una reducción de los plazos de las distintas fases del procedimiento legislativo ordinario. Su adopción corresponde a la Mesa del Congreso, a petición del Gobierno, de 2 grupos parlamentarios o de una 5ª parte de los diputados. Si el acuerdo se adopta en un procedimiento ya iniciado, la urgencia se aplica en las fases siguientes. Los plazos se reducen a la mitad de lo establecido con carácter ordinario y en el Senado el plazo de 2 meses se reduce a 20 días naturales.

Fase integrativa de la eficacia:

El art. 91, CE. dice que el rey sancionará en un plazo de 15 días las leyes aprobadas por las Cortes Generales, las promulgará y ordenará su inmediata publicación. La sanción es un acto debido del rey, necesario para  las leyes aprobadas en las Cortes Generales pero no para las restantes.. de acuerdo con los estatutos de autonomía, las leyes autonómicas son sancionadas por lso respectivos presidentes de las CCAA que sancionan y promulgan en nombre de rey. La promulgación otorga fuerza obligatoria a la norma y la publicación da a conocer de forma fehaciente la ley aprobada.

5.2 Otras funciones
· Función Financiera:

La mayor transformación en la actividad financiera del Estado ha sido la bifurcación del principio de legalidad financiera dando lugar a un tratamiento jurídico distinto de la legalidad tributaria y de la legalidad presupuestaria.

· Potestad tributaria: Tiene por objeto establecer  tributos que graven los ingresos y bienes de los ciudadanos. El art. 31, CE. recoge un principio de reserva del ley al señalar que solo podrán establecerse prestaciones personales o patrimoniales de carácter público con arreglo a la ley. De ahí se deduce que para fijar tributos, no se requiere ley orgánica, sino que basta con una ley ordinaria. Nada impide tampoco la tramitación de leyes tributarias a través del procedimiento de las leyes de comisión. Lo que si se excluye es la publicidad de crear tributos a través de la ley de presupuestos. De la misma manera que se impone el principio de reserva de ley para crear tributos nuevos también se tiene que regular por ley cualquier beneficio fiscal que afecte a los tributos del Estado. 

Respecto a la titularidad del poder financiero hay que diferencias 2 modalidades: 1º el poder financiero originario y 2º el poder financiero derivado. El originario se atribuye exclusivamente al Estado, mientras que el poder financiero de las CCAA y corporaciones locales se atribuye al derivado.

· Potestad presupuestaria: Los presupuestos generales del Estado suponen, frente a los ingresos, una simple previsión o cálculo de lo que el estado espera recaudar. Y respecto de los gastos implican la autorización limitativa del poder legislativo al Gobierno de las cantidades y el destino de los créditos aprobados. El presupuesto del Estado se puede definir como la ley mediante la cual se autoriza el montante máximo de los gastos que el Gobierno puede realizar durante un periodo de tiempo determinado en las partidas que detalladamente se especifiquen y en la que se prevén los ingresos necesarios para cubrirlos. En derecho español, los presupuestos generales del Estado se caracterizan por los siguientes principios:

i. El principio de unidad (art. 134, CE), implica que todos los ingresos y gastos  públicos deben recogerse obligatoriamente en un solo presupuesto, de esa manera quedan prohibidos los ingresos y gastos que se computan fuera del presupuesto.

ii. El principio de universalidad, consiste en que todos los ingresos y gastos públicos deben figurar en el presupuesto.

iii. El principio de anualidad, el periodo de un año se considera un plazo jurídica y económicamente idóneo para organizar y planificar los ingresos y los gastos del estado; si la ley de presupuestos no se aprueba antes del primer día de ejercicio económico correspondiente, se considerarán automáticamente prorrogados los presupuestos del ejercicio anterior.

En el procedimiento presupuestario se diferencian 3 fases:

1. Fase de elaboración: Corresponde exclusivamente al Gobierno. El Gobierno debe presentar ante el Congreso de los Diputados los presupuestos generales del Estado, al menos 3 meses antes de la expiración de las del año anterior, es decir, como muy tarde el 1 de Octubre.

2. Fase de aprobación: Corresponde a las Cortes Generales. No cabe ni la iniciativa parlamentaria, ni la popular, ni la de las CCAA. La aprobación del presupuesto corresponde al Pleno de la Cámara, lo que impide también su aprobación por una comisión permanente legislativa. Además el proyecto de ley de presupuesto tiene preferencia en su tramitación con respecto a los demás trabajos de la Cámara.

3. Fase de modificación: Aprobados los presupuestos el Gobierno podrá presentar proyectos de ley que supongan un aumento de gasto público o una disminución de los ingresos correspondientes al mismo ejercicio presupuestario.

Por último el control constituye un requisito absolutamente imprescindible para garantizar el cumplimiento del destino de las distintas partidas presupuestarias. Y ese control tiene también 3 modalidades: 1º El control administrativo que se articula a través de la intervención general de la administración del estado y su finalidad es intervenir y contabilizar todos los ingresos y gastos del Estado. 2º El control parlamentario que es la expresión de la función de control económico que, con carácter general, tiene encomendada las Cortes Generales y comprende también  la supervisión de la ejecución del presupuesto. Y 3º el control jurisdiccional que se ejercita a través del Tribunal de Cuentas que es el supremo órgano fiscalizador de las cuentas y de la gestión económica del Estado, así como del Sector público (art. 136, CE.)

· Función de representación: 

Es una función primordial de los parlamentos. El art. 66, CE. señala que las Cortes generales representan al pueblo español, y ese carácter representativo se expresa de 2 modos. Por un lado el Parlamento es el poder representativo por excelencia en un estado moderno porque su composición se configura de forma directa al acuerdo con los resultados obtenidos por las distintas formaciones políticas en las elecciones. Y por otro lado, el Parlamento desarrolla una función de representación y expresión que consiste en actuar como intérprete y servir de vehículo de expresión de las ideas del pueblo en aquellas materias que le afectan especialmente. 

· Función política:

Es una manifestación del control parlamentario y aparece como una función genuina del Congreso de los diputados. En ella concurren 2 actividades complementarias.

· Por una parte el Gobierno responde políticamente ante el Congreso en todo momento.

· Por otra parte también es en el Congreso donde se desarrolla la tarea de orientación política.

Estas 2 actividades se instrumentalizan a través de 4 instrumentos: el debate sobre el Estado de la nación, la reprobación individual de ministros, la cuestión de confianza y la moción de censura.

El debate sobre el estado de la nación, no está previsto ni en la CE ni en los reglamentos parlamentarios, es el resultado de una práctica parlamentaria que se adopta por primera vez en 1983 en la 1ª legislatura socialista. Solamente tiene lugar ante el Congreso de los diputados y se trata de una explicación por parte del presidente del Gobierno, de su política general basada en su programa inicial de Gobierno. Este debate está supervisado por el Gobierno porque al no haber un precepto constitucional o reglamentario que lo exija es el Gobierno quien decide el momento en el que celebrarlo y también las materias concretas que quiere desarrollar. 

Empieza con la intervención de presidente, le siguen los portavoces de los diferentes grupos parlamentarios y después el presidente da una respuesta global a todos los intervinientes. Uno de los efectos políticos más importantes de la institucionalización de este debate ha sido el fortalecimiento de la figura del presidente, en la actualidad es un medio eficaz de control político, pero esa situación podría cambiar cuando el Gobierno no tenga una mayoría absoluta en la Cámara que lo apoye.

La reprobación individual de los ministros, está constitucionalmente reconocida la responsabilidad política colegiada del Gobierno, pero se plantea el problema respecto de la misión o no de la responsabilidad política individual de los ministros. La CE no la prevé pero ese silencio no quiere decir sin más su prohibición, de hecho, es perfectamente posible y compatible con la responsabilidad solidaria del Gobierno. La responsabilidad individual de los ministros es otra manifestación más de la responsabilidad política menos relevante que la responsabilidad solidaria del Gobierno, pero responsabilidad al fin y al cabo, y por tanto uno de los pilares fundamentales en que se basa el parlamentarismo. Esta responsabilidad es una constante en el Dº comparado y en el Dº español y la práctica parlamentaria actual puede haberse manifestado a favor de su admisión. Además al regular la CE el refrendo de los actos del rey por parte de los ministros, les transfieren a ellos la responsabilidad por los actos refrendados tanto jurídica como políticamente. 

El cauce para exigir esa responsabilidad no puede ser otra que la moción de censura porque está restringida a expresar la desconfianza de la Cámara y sustituir un Gobierno por otro. Por eso el cauce sería el del art. 111, CE que admite las mociones de reprobación, en este caso las mociones individuales a miembros del Gobierno. Esta reprobación carece de efectos jurídicos, porque no obligan al presidente del Gobierno a cesar a un ministro reprobado por la Cámara, aunque no haya que ignorar los efectos políticos de dicha medida.

5.3 La actividad rogatoria
PREGUNTAS

Pueden definirse como una demanda concreta para permitir a los miembros del parlamento, informarse u obtener esclarecimiento sobre la actividad de la administración pública. Actualmente son una de las últimas facultades de los parlamentarios individualmente considerados, se trata de un derecho individual que se tramita incluso contra la voluntad de la mayoría y sin exigirse la autorización del grupo parlamentario correspondiente.

Están sometidas a  un juicio de admisibilidad por las Mesas de las Cámaras y no se admiten preguntas de exclusivo interés personal ni las que supongan una consulta de índole estrictamente jurídica y tampoco las que contengan palabras o conceptos ofensivos al derecho de las Cámaras o de sus miembros.

Los reglamentos parlamentarios parten de la presunción de que, salvo que se soliciten expresamente respuesta oral, las preguntas reciben respuesta por escrito y, salvo que se especifique otra cosa, se entiende que la contestación se recibirá en la comisión correspondiente. Con ello se trata de que las preguntas orales ante el Pleno de la Cámara se refieran únicamente a las materias políticas de especial relevancia, entrando así la burocratización y paralización de la actividad parlamentaria.

Los reglamentos parlamentarios han reconocido 3 clases de preguntas:

1. Preguntas con respuesta oral ante el Pleno.

2. Preguntas con respuesta oral ante comisión.

3. Preguntas con respuesta escrita. Son las más usuales y tienen menor fuerza que las de carácter oral y por eso son el medio de control parlamentario menos comprometido por el Gobierno. Si el Gobierno no encía la contestación en el plazo, el presidente de la Cámara ordena que se incluya en el orden del día de la siguiente sesión de la comisión competente y allí recibirá el tratamiento de las preguntas orales. La falta de contestación del Gobierno a las preguntas formuladas no tiene ninguna sanción jurídica, otra cosa es la responsabilidad política en la que puede influir el Gobierno ante la opinión pública.

INTERPELACIONES

Son preguntas especiales dirigidas al Gobierno y planteadas por uno o varios parlamentarios que versan sobre materias de carácter general o de especial relieve político y que suelen provocar la apertura de un debate que en su caso puede ser con la votación de moción de censura, en la que la Cámara fija su postura respecto del asunto debatido. 

Se diferencian de las preguntas en que mientras las preguntas se refieren a cuestiones particulares y de menor relevancia, las interpelaciones se reservan para materias de mayor significación política y son más amplias y generales. Tal y como señalan los reglamentos del Congreso y Senado las interpelaciones versan sobre política general o cuestiones de interés general. Sin embargo, es habitual la utilización indebida de interpelaciones sobre materias que en sentido estricto deberían ser mera preguntas. A diferencia de las preguntas, las interpelaciones pueden ser formuladas tanto por diputados como por los grupos parlamentarios y se pueden dirigir tanto al Gobierno en su conjunto como a alguno de sus miembros. Mientras que las preguntas se pueden formular tanto ante el Pleno como ante las comisiones competentes, las interpelaciones solo se sustancian ante el Pleno de la Cámara.

A diferencia de las preguntas, donde solo intervienen el parlamentario que pregunta y el miembro del Gobierno que responde, en las interpelaciones también intervienen los representantes de los grupos parlamentarios excepto el de aquel de quien proceda la interpelación. Por último al igual que las preguntas, están sometidas a un juicio de admisibilidad por la >Mesa y en el caso de que el Gobierno no responda tampoco hay prevista sanción jurídica alguna.

T-6: LAS CORTES GENERALES 

6.1 El control parlamentario: las diversas modalidades.

El art. 66,CE. encomienda a las Cortes el control de la acción del Gobierno, se trata de la actividad parlamentaria encaminada a través de mecanismos a la comprobación de la actividad del poder ejecutivo y la reunificación de una adecuación a los parámetros establecidos por el parlamento, susceptible de producir distintas consecuencias y, entre ellas la de la exigencia de las responsabilidades políticas del Gobierno.

En la doctrina se ha planteado la polémica de su contenido y alcance. Para algunos autores toda actividad de control exige una función de supervisión o juicio de la actuación del Gobierno, pero también la adopción de medidas que puedan poner fin a la situación política de que se trate a través de la oportuna exigencia de responsabilidad política. Para otros existe diferencia entre la función de control y el ejercicio de la responsabilidad política del Gobierno, y entiende que esa función no requiere obligatoriamente la exigencia de responsabilidad política del ejecutivo.

La extensión de la función de control, escapa a lo que puede ser el ejercicio de la exigencia de la responsabilidad política del Gobierno, ese es el caso de la Constitución del 78 en cuyo art. 66 atribuye a las Cortes Generales, a ambas Cámaras, la función del control, mientras que la responsabilidad política se circunscribe al Congreso de los diputados exclusivamente.

El control adopta diferente sentido cuando se ejerce por parte de la mayoría o por parte de las minorías parlamentarias. La mayoría gubernamental que sustenta el Gobierno pretende que este adecue su función a su programa político y procura limitar la publicidad, por eso en ocasiones se articula a través de cauces extraparlamentarios. En cambio el ejercicio de la función de control por parte de las minorías, tiene una intensidad y relevancia bien diferente, porque además de pretender imponer su propio programa político y exigir la responsabilidad política del Gobierno, intentan darle la máxima publicidad posible para que la opinión pública cambie de opinión en las próximas elecciones.

También es tradicional estudiar la función de control junto a la función de información de las Cámaras, porque las dos, aunque distintas, están relacionadas. La función de información se presenta como una condición previa y, en la mayoría de los casos, ineludible para el posterior control. Además con frecuencia se instrumentas a través de los mismos medios parlamentarios. Sin embargo,  tienen cada una, una naturaleza propia. La función informativa se agota a sí misma, es decir se consuma en el momento en el que se obtiene la información solicitada; y la función de control es mucho más amplia porque exige una función de enjuiciamiento y tiene una influencia y publicidad que no posee la función de información. La función de información garantiza la ayuda que necesitan las Cortes para el cumplimiento de las funciones les atribuye la CE. 

Los procedimientos de control: preguntas, interpelaciones, mociones, comunicaciones e informaciones del Gobierno, los programas y planes remitidos por el Gobierno y las comisiones de investigación.

Según el art. 111, CE. toda interpelación podrá dar lugar a una moción en la que la Cámara manifieste su posición. 

Tanto interpelaciones como mociones son actos parlamentarios independientes, mientras que las interpelaciones expresan el juicio del parlamento sobre la materia que se somete a su conocimiento, las mociones en cambio suponen la adopción de un acuerdo. Las mociones forman parte de la función de orientación política de la Cámara, tienen su origen en una interpelación. Son aquellas planteadas para el caso de que el interpelante no quede satisfecho con las explicaciones del Gobierno.
COMUNICACIONEWS E INFORMACIONES DEL GOBIERNO.

Se clasifican en 2 grupos según que la iniciativa de información se deba al propio Gobierno o a las Cámaras parlamentarias. Cuando la iniciativa se debe a l ejecutivo, estaremos ante una comunicación, en ese caso después del debate se puede producir la presentación y votación de resoluciones por parte de las Cámaras, lo que puede suponer un peligro para los Gobiernos que no cuenten con un amplio respaldo parlamentario. Puede haber sesiones informativas de carácter general o sobre un asunto concreto y determinado.

Cuando la comparecencia es solicitada por las Cámaras o a petición de algún miembro del Gobierno, estaremos ante informaciones, y en este caso no procede la tramitación de resoluciones.

PROGRAMAS Y PLANES REMITIDOS POR EL GOBIERNO.

Su régimen jurídico es semejante a las comunicaciones del Gobierno. La intervención de la Cámara se produce a instancia del ejecutivo. Este instrumento no se reconoce en el reglamento del Senado.

6.2 Las Comisiones parlamentarias de investigación.

[art. 76, CE] Prevé su creación al señalar que el Congreso y el Senado y, en su caso, ambas Cámaras, conjuntamente podrán nombrar comisiones de investigación sobre cualquier asunto de interés público. Sus conclusiones no serán vinculantes para los Tribunales ni afectarán a las resoluciones judiciales sin perjuicio de que el resultado de la investigación sea comunicado al Ministerio Fiscal para el ejercicio cuando proceda de las acciones oportunas. Estas comisiones se definen con una serie de notas:

1. Son órganos colegiados.

2. Son comisiones parlamentarias de carácter no permanente que se constituyen para una investigación concreta y se extinguen una vez realizado o, en cualquier caso, finalizada la legislatura.

3. Pueden ser unicamerales cuando se creen en cada Cámaras, o mixtas si son comunes a ambas Cámaras.

4. Tienen un objeto amplio, porque pueden investigar sobre cualquier asunto de interés público. Pueden investigar cualquier actividad de la administración con la única limitación de aquellos ámbitos que pertenezcan a asuntos de naturaleza privada, sin trascendencia exterior y pública.

5. Estas comisiones y, en particular, sus conclusiones solo tienen un carácter político, lo que excluye cualquier intromisión en el ejercicio de la función jurisdiccional. Esa independencia de, poder judicial respecto de la labor de investigación de estas comisiones se reafirma cunado el art. 76, CE establece que sus conclusiones no son vinculantes para los Tribunales, ni afectan a las resoluciones judiciales. No obstante el resultado de la investigación se comunicará al Ministerio Fiscal para que ejerza, si procede, las acciones pertinentes. Esta separación de ámbitos entre el poder judicial y las comisiones de investigación no excluye la posibilidad de que coincidan temporalmente una investigación parlamentaria y un proceso judicial sobre una misma materia.

6. estas comisiones tienen los poderes suficientes para obtener la comparecencia de cualquier ciudadano o funcionario público porque el art. 76, CE establece que será obligatorio comparecer a requerimiento de las Cámaras.

7. Pueden recavar toda la información que estimen necesaria para la realización de las funciones encomendadas.

La constitución de una comisión de investigación en el Congreso, requiere el acuerdo del Pleno de la Cámara a propuesta del Gobierno, de la Mesa, de 2 grupos parlamentarios o de la 5ª parte de los miembros de la Cámara. En el Senado se necesita también el acuerdo del Pleno de la Cámara a propuesta del Gobierno o de 25 senadores que no pertenezcan al mismo grupo parlamentario. La decisión de dejar la constitución de una comisión en manos del Pleno ha supuesto en nuestra práctica parlamentaria una casi absoluta ineficacia de estas comisiones.

En estas comisiones debido a las mayorías absolutas de las que ha disfrutado el Gobierno, solo se han permitido en aquellos asuntos que tenían el respaldo del ejecutivo, por eso urge una modificación de los reglamentos parlamentarios, para que se permita la creación de comisiones de investigación cuando así lo solicite un número significativo de miembros de la Cámara.

En cuanto a su funcionamiento deben elaborar un plan de trabajo pudiendo nombrar ponencias dentro de ella y pudiendo requerir la presencia de cualquier persona para ser oída. En el Congreso sus sesiones son secretas y en el Senado la regla general es que sean públicas. Sus conclusiones, una vez aprobadas por el pleno, serán publicadas en el Boletín Oficial de las Cortes Generales y también serán comunicadas al Gobierno.

T-7: EL GOBIERNO

7.1 La posición del Gobierno en nuestro sistema constitucional.

La regulación que hace nuestra norma fundamental del tradicionalmente llamado poder ejecutivo se aparta de nuestras Constituciones anteriores porque ya no se trata de un ejecutivo dual, puesto que lo ejerce exclusivamente el Gobierno, totalmente separado del Jefe de Estado. Se trata de un ejecutivo que depende únicamente de la confianza del Congreso de los diputados ante el cual responde políticamente. Eso nos confirma que es la 1ª vez en nuestra historia constitucional que existe un régimen auténticamente parlamentario.

En una monarquía parlamentaria, el Gobierno se encuentra en la encrucijada que trazan 3 poderes del Estado: el poder moderador, puesto que es el rey quien propone al candidato a presidente del Gobierno y quien nombra sus ministros; el poder parlamentario, ya que el Gobierno debe contar desde la investidura de su presidente con la confianza continua del Congreso de los Diputados; el poder electoral, porque en última instancia será el resultado de las elecciones el que determine que haya un gobierno u otro.

En nuestra actual CE, el Gobierno es reconocido con una mayor amplitud  en importancia que en todo nuestro constitucionalismo. Aparece en el título 4ª de la CE como un órgano constitucional inmediato, en el sentido de que no debe su existencia a la voluntad de otro órgano sino directamente a la propia CE donde se regulan los preceptos básicos de su composición y sus funciones.

Junto con la administración constituye lo que denominamos poder ejecutivo, pero sus atribuciones superan la mera potestad de hacer dictar las leyes, como se deduce en el art. 97, CE, donde se detallan sus extensas funciones.
En nuestro constitucionalismo histórico se puede sostener que las expresiones Gobierno y Consejo de Ministros eran prácticamente sinónimas. La CE del 78 no utiliza el término Gobierno para referirse a un órgano compuesto únicamente por ministros sino que deja abierta la posibilidad de que formen parte de él otros miembros que no tengan esa categoría.

El art. 78, CE establece que el Gobierno se compone del presidente, de los vicepresidentes, en su caso, de los ministros y de los demás miembros que establece la ley.

En ese sentido, la ley de Gobierno de 1997 en su art. 1 establece que el Gobierno se compone del presidente, el vicepresidente o vicepresidentes, en su caso y  de los ministros. El Consejo de Ministros es el Gobierno en sentido orgánico, pero en la actualidad, la complejidad y el gran número de asuntos que derivan de las competencias atribuidas al Gobierno, obligan a que el Consejo de Ministros delegue parte de ellos en órganos o cargos políticos inferiores, todos ellos ejercen por delegación unas competencias que en principio son potestad del Consejo del Ministros, pero que este es materialmente incapaz de ejercer por sí mismo. Esos órganos o cargos integran lo que pudiéramos llamar el Gobierno en sentido competencial.

Ahora bien, los cargos políticos que forman parte de esa concepción competencial del Gobierno a diferencia de los miembros del Consejo de Ministros, no cesan automáticamente al cesar el presidente del Gobierno o el ministro del q dependen precisamente porque no forman parte del Gobierno en sentido orgánico.

Por último la Constitución ha concebido al Gobierno como un órgano pluripersonal y, en consecuencia, le reconoce una responsabilidad solidaria, pero por otro lado no podemos olvidar que el presidente tiene una clara supremacía respecto a los demás miembros que integran el Gobierno, a los cuales cesa y nombre libremente.

7.2 Las funciones del Gobierno.

Tanto la CE como la ley del Gobierno encomiendan al ejecutivo y a sus diversos órganos una multiplicidad de tareas y funciones sobre materias muy distintas. Esa numeración supone la superación expresa de la concepción de Gobierno como mero ejecutivo o como realizador de mandatos de otros órganos y la aceptación de un papel propio, es decir, de una auténtica función de Gobierno distinta de la clásica ejecutiva.

La función ejecutiva es una atarea esencial del Gobierno pero no agota las atribuciones constitucionales del órgano gobernativo. La enumeración constitucional de las diversas funciones del Gobierno, no significa que esas funciones sean perfectamente aislables y delimitables entre sí. Por el contrario, se encuentran estrechamente interrelacionadas de manera que el ejercicio de la función supone el normalmente el ejercicio de otra u otras.

· Función directiva:

El art. 97, CE y el art. 1 de la ley del Gobierno, le confieren la dirección de la política interior y exterior, la administración civil y militar y la defensa del Estado.

Dirección equivale a orientación e impulso. La función directiva, consiste así en fijar unas metas a alcanzar e impulsar al resto de los órganos constitucionales para que provean las formas y los medios para alcanzar esos objetivos. La dirección política es por tanto y en gran parte, una actividad de relación del Gobierno con otros órganos constitucionales. Como consecuencia de ello, el papel del Gobierno presenta 2 dimensiones en parte contrapuestas. Por un lado, es ejecutar decisiones de otros puestos que desempeñan la función ejecutiva, y por otra parte es director ejerciendo una función creadora e impulsora que se proyecta sobre los demás poderes de Estado.
Eso no significa que la dirección política sea monopolio del Gobierno, puesto que se trata de una actividad de relación, de manera que los demás poderes participen en esa relación. La función ordinaria y cotidiana de impulso e iniciativa reside en el órgano gubernamental.

· Política interior: No existe una primacía del poder ejecutivo en el sentido de que éste puede hacer prevalecer su voluntad sobre los de restantes poderes del Estado. Se trata más bien de que el Gobierno dispone de una capacidad de la iniciativa frente a esos poderes orientando y condicionando su actuación. En relación con el poder legislativo, el Gobierno puede decidir la disolución de las Cámaras, convocar elecciones, tiene iniciativa legislativa, puede dictar decretos-leyes en situación de necesidad y tiene iniciativa en los presupuestos generales del Estado.

El Gobierno también puede dirigirse directamente al electorado mediante la propuesta de convocatoria de referendum. Un referendum consultivo sobre decisiones políticas de especial trascendencia.

Respecto a los órganos jurisdiccionales, el Gobierno nombra 2 miembros del TC y al Fiscal General del Estado, y en relación con las CCAA, el Gobierno tiene la potestad de adoptar las medidas necesarias para obligar a una CCAA al cumplimiento forzoso de sus obligaciones para la protección del interés general.
Por último, la dirección de la política interior se llevará a cabo esencialmente mediante la actuación día a día de las distintas instancias del poder ejecutivo, tanto en relación con los diversos órganos del Estado como respecto de los grupos sociales significativos, y mediante las relaciones con los grupos parlamentarios, especialmente con aquellos que le prestan su apoyo en las Cámaras.

La atribución genérica al Gobierno de la dirección política interior no es exclusiva, porque sin duda s posible que otros órganos incidan decisivamente en la orientación política.

· Política exterior: Tiene fundamental importancia dentro de las funciones constitucionales y tiene pluralidad de manifestaciones. Supone actuaciones meramente políticas como el reconocimiento de otros países o la participación en operaciones multinacionales de diverso tipo, o la intervención en organismo internacionales. Implica también la dirección de la administración exterior, las representaciones diplomáticas y la tutela de los españoles en el extranjero. Presenta también una dimensión normativa, puesto que puede concluir tratados con fuerza normativa interna y, finalmente, también aparece relacionada con la defensa de Estado porque n el mundo actual, la seguridad y la defensa de cada país se vincula a la creación de sistemas de alianzas y acuerdos internacionales.

Aparece excluida la competencia de las CCAA y os otros órganos del Estado pueden colaborar incluso de manera decisiva en la labor de dirección, pero se trata de una participación condicionada a la iniciativa de impulso gubernamental. Así por ejemplo en la celebración de tratados corresponde al Gobierno las fases de iniciativa, negociación y conclusión de los mismos, y las Cortes pueden impedir la acción del Gobierno porque pueden negarse a autorizar el tratado pero no pueden imponer al Gobierno que negocie un tratado o que incluya unas cláusulas concretas en el mismo.
· Dirección de la defensa del Estado:

Aparece en la CE como una función reservada en exclusiva la competencia estatal y dentro de las instituciones estatales atribuida a la dirección gubernamental. Esta atribución aparece vinculada a otras 2 funciones gubernamentales.
Hay aspectos de la política exterior que no están relacionados con la defensa, como la protección de nacionales, la inmigración o la colaboración sanitaria. La defensa del estado también presenta dimensiones alejadas de la actividad exterior, como la defensa interior del Estado. 
· La dirección de la administración militar: constituye un instrumento para la política de defensa, la política militar o política en relación con las FFAA. Es un elemento de la política de defensa, pero esta va más allá de lo meramente militar, de manera que no se puede reducir la defensa del Estado a la política militar. La dirección de la defensa, supone la colaboración con otros órganos del Estado, especialmente la Corona y el poder legislativo. Por lo que se refiere a la Corona, la CE confiere al rey el mando supremo de las FFA armadas, aunque se trate de una función simbólica y moderadora, que no implica un poder de mando directo. En cuanto al poder legislativo, hay una obligación gubernamental de someter las líneas de la política de defensa y de los programas de armamento con sus correspondientes inversiones al conocimiento y debate de las Cámaras, que podrán aportar conclusiones y propuestas al Gobierno. Pero hay que tener en cuenta, que debate no significa autorización, y que las propuestas que se realicen no tendrán un carácter jurídicamente vinculante.
· Dirección de la administración civil: Resulta difícil pensar como el Gobierno podría ejercitar sus funciones sin la colaboración de la maquinaria administrativa que le proporciona la información necesaria para diseñar objetivos y prever medios, el apoyo técnico para elaborar proyectos de actuación y el instrumental material y humano para llevarlos a cabo. Resulta imposible imaginar una actuación gubernamental en la que no intervengan de una forma u otra instancias administrativas, pero la CE diferencia con claridad Gobierno y Administración como entes distintos y con entidad propia y separada. Por eso la dirección de la administración no puede suponer un menoscabo de los criterios que la CE predica de la actuación administrativa, es decir, igualdad, objetividad e imparcialidad de los funcionarios. La dirección de la administración supone una tarea de fijar objetivos, de establecer un orden de prioridades entre las actividades administrativas, de prever los medios necesarios para llevar acabo esas actividades y de distribuir los recursos para conseguirlo. Esa labor es una labor previa y necesaria para una eficaz actuación de la administración. Una de las técnicas empleadas normalmente para asegurara esa labor es la existencia de un escalón político en la maquinaria administrativa que transmite las directrices gubernamentales y vela por su cumplimiento. El primer nivel político lo constituyen los ministros, que son miembros del Gobierno y al mismo tiempo son jefes de los respectivos departamentos ministeriales en los que se estructura la administración del Estado. Pero dentro de cada Ministerio, existen cargos de dirección y confianza política que permiten orientar la acción administrativa, esa zona alta de la administración se compone de cargos de designación estrictamente política o bien de cargos de libre designación nombrados discrecionalmente por el Gobierno, pero de entre miembros del aparato administrativo. Los límites entre la zona política y la zona estrictamente funcionarial de la administración, son variable y no están determinados por la CE sino por la legislación ordinaria.
· Función ejecutiva y potestad parlamentaria:

Aunque la función del Gobierno va mucho más allá de la mera ejecución de las leyes, ésta aparece como el contenido tradicional de la acción gubernamental como prueba universal del término “poder ejecutivo” para designar al Gobierno. El contenido de la función ejecutiva podrá ser tan amplio y diverso como las disposiciones legales prevean. La ley podrá fijar con toda precisión los términos en que la ejecución de sus preceptos deberá llevarse a cabo, de manera que la actuación del Gobierno estará estrictamente regulada. Pero la ley puede fijar objetivos y criterios de actuación dejando al Gobierno un margen de discrecionalidad más o menos amplio para realizar los mandatos legales. La ley es la que habilita el poder ejecutivo para ejercer un conjunto de competencias de manera que, en todo caso, la acción del ejecutivo deberá tener a la ley como punto de referencia.
El art. 97, CE atribuye al Gobierno de la nación junto a la función ejecutiva, la potestad reglamentaria que genéricamente se define como la capacidad atribuida al poder ejecutivo de dictar normas de rango inferior a las leyes, por lo común en desarrollo o aplicación de éstas. De ahí se deriva que la CE distingue entre la función ejecutiva y la potestad reglamentaria que aparece como algo más que la mera ejecución. Desde esa perspectiva, el ejercicio de la potestad reglamentaria va más allá del desarrollo y la aplicación de los mandatos legales y no concibe el reglamento como una mera ejecución de la ley. La CE confiere esta potestad al Gobierno, quien podrá desarrollar reglamentariamente una ley en lo que sea necesidad indispensable para la efectiva vigencia de sus preceptos. En este caso de trata de los denominados reglamentos de ejecución de las leyes que contribuyen a hacer posible la ejecución de esas normas. Pero junto a esos reglamentos de ejecución, el Gobierno también está habilitado para dictar normas reglamentarias que no sean meramente de ejecución porque su potestad parlamentaria deriva de forma directa de la CE y no de mandatos o habilitaciones legales.
Los ministros, como cualquier otro miembro del Gobierno, no podrán ejercer otras funciones representativas que las propias del mandato parlamentario, ni cualquier otra función pública que no derive de su cargo, ni actividad profesional o mercantil alguna. Con esto se trata de garantizar la independencia e imparcialidad en el ejercicio de sus funciones, de evitar la posible colisión de intereses tanto en las relaciones del sector privado con el público, como entre las distintas esferas de éste y de asegurar la absoluta dedicación a sus funciones, y en consecuencia, el eficaz funcionamiento de la administración. Lo que si podrá hacer es compatibilizar su cargo con el de diputado o Senador y con el desempeño de cargos o actividades en organismos internacionales en representación o por encargo del Estado español y con misiones diplomáticas de carácter ocasional.
Finalmente, tienen la obligación de guardar secreto sobre las materias clasificadas y sobre las deliberaciones del Consejo de ministros.
El art. 98, CE habla de los vicepresidentes en su caso, y eso permite que no haya ninguno, que haya uno o que haya varios. Es un órgano de naturaleza opcional, que exista o no depende de la decisión del presidente, quien lo nombre y lo cesa. Tiene la misma responsabilidad y el mismo régimen de incompatibilidades que los demás miembros del Gobierno. Puede acumular o no una cartera ministerial, tiene una jerarquía superior a la del resto de ministros y puede acumular a su cargo la condición de diputado o senador.
Le corresponde el ejercicio de las funciones que le encomiende el presidente. En todo caso asumirá las funciones de este en el caso de fallecimiento, ausencia en el extranjero o enfermedad.

7.5 El cese del Gobierno
La CE prevé varios supuestos de cese colectivo del Gobierno afectando a todos sus miembros; 2 de estos supuestos derivan de situaciones externas al Gobierno. Son la celebración de elecciones generales y la pérdida de confianza parlamentaria. Otros 2 supuestos están vinculados a la posición del presidente: son su dimisión y su fallecimiento. En todos estos casos el cese del presidente del Gobierno trae consigo el cese de los demás miembros del Gobierno. Pero el cese del Gobierno no supone un vacío institucional, el art. 101, CE establece que el Gobierno cesante continuará en funciones hasta la toma de posesión del nuevo Gobierno. Se trata de una situación del Gobierno en funciones, que debe suponer una alteración y una disminución de las facultades gubernamentales. El Gobierno en funciones debe facilitar el proceso de formación del nuevo Gobierno y el traspaso de poderes. Ese Gobierno en funciones no podrá proponer al rey la disolución de las Cortes, ni convocar referendum consultivo, ni plantear una cuestión de confianza, ni aprobar la ley de presupuestos generales del Estado, ni presentar proyectos de ley.
T-8: LOS MECANISMOS DE CONTROL PARLAMENTARIO DEL GOBIERNO.
8.1 La cuestión de confianza
[art. 112, CE] Es la 1ª vez que en el derecho español se incorpora a un texto constitucional. Tiene una doble naturaleza: por una parte es un instrumento a través del cual el Congreso puede sancionar la responsabilidad política del Gobierno, negándole su confianza y provocando su dimisión; y por otro lado es un arma en manos del presidente del Gobierno con la finalidad de fortalecer su posición frente al Parlamento en momentos de especiales dificultades políticas.
Este art. 112, CE atribuye exclusivamente al presidente del Gobierno la facultad de plantear la cuestión de confianza, aunque previa deliberación del Consejo de ministros. Se trata de un especial protagonismo del presidente que constata su supremacía constitucional frente a los demás miembros del Gobierno. Pero parece lógico porque es el presidente el que en su día alcanzó la confianza del Congreso, para él y para su programa político. Y además, es él quien dirige y coordina la acción del Gobierno y quién designa a los ministros. En cuanto al requisito de la previa deliberación del Consejo de ministros, es una intervención preceptiva pero carece de efectos vinculantes para el presidente.
El art. 112, CE limita la presencia de la cuestión de confianza a 2 supuestos. El 1º de ellos el control del programa político del Gobierno, que en principio es el programa que presentó y defendió el presidente en su votación de investidura, y su ámbito puede versar tanto sobre su globalidad como sobre algún aspecto concreto. En cualquier caso parece políticamente conveniente la presentación de una cuestión de confianza cuando se ha producido una importante remodelación del ejecutivo o cuando se han modificado las líneas maestras de la política gubernamental, aunque no existe ninguna obligación política de hacerla. En 2º lugar se refiere a una declaración política general y su ámbito se extiende no solo sobre el conjunto de la política del Gobierno sino también sobre determinados aspectos relevantes de ésta.
Su tramitación parlamentaria la desarrolla el reglamento del Congreso. Se tiene que presentar en escrito motivado ante la mesa del Congreso, acompañada de la correspondiente certificación del Consejo de ministros.
El debate parlamentario se realizará según las reglas del debate de investidura. Finalizado el debate se somete a votación, que será pública o llamamiento, siempre y cuando hayan transcurrido a menos 24 horas desde su presentación. La confianza se entenderá otorgada cuando vote a favor de misma la mayoría simple de los diputados.
Los efectos de su presentación pueden ser 2:

1. Si el Gobierno alcanza esa mayoría relativa permanecerá en el ejercicio de sus funciones y además puede haber salido reforzado después de la votación salvo que haya perdido respaldo parlamentario respecto de su investidura.
2. Si el Gobierno no logra la confianza solicitada deberá presentar su dimisión al rey, procediéndose acto seguido a la designación de un nuevo presidente de acuerdo con lo establecido en el art. 99, CE, porque en este caso no hay derecho de disolución de las Cámaras. Mientras tanto el Gobierno saliente permanecerá en funciones hasta que se proceda a la investidura del nuevo Gobierno.
8.2 La moción de censura
El art. 113, CE atribuye la legitimación para la interposición de la moción de censura exclusivamente al Congreso de los diputados. Se puede presentar en los periodos ordinarios de sesiones, en sesiones extraordinarias y durante la vigencia de los estados de alarma, excepción y sitio. Deberá ser propuesta al menos por la décima parte de los diputados de manera que en la actualidad el número de firmas necesarias es de 35. El fundamento de este requisito es impedir que grupos parlamentarios o diputados que no cuentan en la Cámara con un cierto respaldo puedan interponer mociones de censura con un significado exclusivamente testimonial.

La moción de censura habrá de incluir un candidato a la presidencia del Gobierno, no siendo necesario que el candidato sea diputado. Este es el requisito más importante y el de mayor significación política porque supone que la moción de censura no queda reducida a un simple mecanismo de exigir la responsabilidad política del Gobierno sino que exige además que los grupos parlamentarios que la presentan sean capaces de avalar una candidatura alternativa. Por eso la regulación constitucional de la moción de censura se basa en 2 fases que tienen carácter propio. 
Una es la censura del Gobierno que ha perdido la confianza de la Cámara y otra la investidura del nuevo presidente del Gobierno. Se trata de que la oposición que provoca la caída de un Gobierno sea capaz de asumir su responsabilidad como alternativa de poder. Pero este requisito también puede provocar efectos distorsionadores en el sistema parlamentario porque puede dar lugar a un Gobierno minoritario que solo consiga mantenerse en el poder en condiciones precarias y un parlamento que siendo en su mayoría adverso al Gobierno sea incapaz de generar otra alternativa.
El reglamento del Congreso establece la obligación de que la moción de censura se presente en escrito motivado. El fundamento de esa exigencia parece lógico teniendo en cuenta la trascendencia de los efectos de la moción.
Para derribar un Gobierno y sustituirlo por otro aconsejan que tanto el parlamento como la opinión pública y el cuerpo electoral conozcan los motivos que han justificado su presentación.
Su tramitación está regulada en el reglamento del Congreso. La moción de censura no podrá ser votada hasta que transcurran 5 días desde su presentación. Se trata de establecer un periodo de enfriamiento entre el momento de la interposición y su votación, evitando que la moción se pueda aprobar sin la necesaria serenidad que exige una medida de tal trascendencia. En los 2 primeros días de ese plazo podrán presentarse opciones alternativas.
El debate se inicia con la defensa de la moción de censura por parte de uno de los diputados firmantes, a continuación puede intervenir el candidato propuesto para presidente para que pueda exponer el programa político del Gobierno que pretende formar, y después podrá intervenir un representante de cada uno de los grupos parlamentarios que lo solicite.

No está prevista expresamente la intervención del presidente del Gobierno censurado, pero el reglamento del Congreso prevé el derecho de los miembros del Gobierno a tomar la palabra siempre que lo solicite. La duración del debate queda a criterio del presidente y de la Mesa de la Cámara, que podrán cerrarlo cuando estimen que el asunto está suficientemente debatido.

En cuanto a su votación, que será pública por llamamiento, tendrá lugar a la hora que previamente haya sido anunciada por el presidente de la Cámara. Cuando se hayan presentado varias mociones de censura se presentarán a votación por separado siguiendo el orden de su presentación de manera que si se aprueba una moción de censura, no se someterán a votación las restantes.
LA CE señala que la aprobación de una moción de censura requiere mayoría absoluta.

Los efectos de la moción de censura son distintos según haya sido rechazada o aprobada. Si es rechazada no se consigue derribar a un Gobierno y sustituirlo por otro pero puede provocar la toma de conciencia de que existe un respaldo minoritario al ejecutivo por parte de la Cámara. Una consecuencia de este rechazo es que los firmantes de esa moción de censura no podrán presentar otra durante el mismo periodo de sesiones. En el caso de que sea aprobada, el Gobierno presentará su dimisión al rey y el candidato incluido en la moción se entenderá investido de la confianza de la Cámara, y el rey procederá a nombrarle presidente del Gobierno. La consecuencia más importante es que el candidato a la presidencia del Gobierno alcanza la automática investidura como presidente del Gobierno sin tener que someterse al proceso de investidura y tampoco se produce una intervención directa del rey.
El art. 114, CE no fija un plazo concreto para la dimisión del presidente del Gobierno que ha perdido la confianza de la Cámara, pero este plazo debe ser lo más inmediato posible.
8.3 La disolución de las Cámaras

Es el acto por el que se pone fin a una legislatura, la CE reserva este nombre para 3 supuestos concretos:
1. Disolución de ambas Cámaras cuando el Congreso no haya alcanzado la investidura de un presidente del Gobierno durante 2 meses desde la 1ª votación de investidura.

2. Disolución de ambas Cámaras por haber sido aprobado por el Congreso y el Senado el principio de reforma total de la CE o de revisión parcial del título preliminar de la sección 1ª del capítulo 2º del título 1 o título 2.

3. Disolución por separado del Congreso o del Senado o de ambas Cámaras a propuesta discrecional del presidente del Gobierno, bajo su exclusiva responsabilidad, previa deliberación del Consejo de ministros.
La disolución es decretada por el rey mediante Real Decreto y en todo caso es un acto debido del rey.
El decreto de disolución debe contener la convocatoria de nuevas lecciones. No puede procederse a la disolución anticipada cuando esté en trámite una moción de censura o cuando estén en vigor los estados excepcionales previstos en la CE. Producida una disolución anticipada a propuesta del presidente del Gobierno, no podrá producirse una nueva disolución hasta 1 año después del anterior. En caso de disolución, las Cortes Generales y las Cámaras subsisten como órganos y entra en funciones la diputación permanente. Los miembros del Gobierno se mantienen en sus cargos hasta ka celebración de las elecciones, momento en el que cesan y el Gobierno queda en funciones.
T-9: EL PODER JUDICIAL
9.1 Los principios constitucionales que informan la Justicia.

Nuestra CE ha consagrado una serie de principios. 

1. Principio de exclusividad [art. 117, CE]: En un sentido amplio la función de juzgar en un estado de derecho debe corresponder únicamente a los jueces y magistrados, es decir a los Tribunales de Justicia. Este principio es la lógica consecuencia del principio de la división de poderes. Es al poder judicial al que le corresponde con exclusividad la función de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado. En nuestro estado de derecho la principal excepción a este principio es la que constituye el TC, que ejerce una auténtica jurisdicción separada de la del poder judicial, y que se distingue por el parámetro que utiliza en sus juicios. Mientras que el poder judicial utiliza como parámetro a todo el ordenamiento jurídico, el TC se limita a aplicar e interpretar la CE juzgando en principio normas con rango de ley y no casos concretos. En un sentido más restringido este principio supone que le poder judicial no puede desempeñar más que la función de juzgar y hacer que se ejecute lo juzgado. El objetivo de este principio es que los juzgados y Tribunales no se inmiscuyan en funciones legislativas o administrativas que son propias de otros poderes del Estado.
2. Principio de unidad [art. 117, CE]: Es la base de la organización y funcionamiento de los Tribunales. Sin unidad no hay poder judicial, no puede haber más que una jurisdicción basada en la unidad territorial, de manera que esa jurisdicción se extiende a todas las personas, a todas las materias y a todo el territorio. En un estado de derecho la función de juzgar debe desempeñarla un único cuerpo de jueces y magistrados. Sin embargo, para una mayor eficacia basada en la especialización también es normal que sin romper el principio de unidad se reconozcan dentro de la jurisdicción ordinaria varios órdenes jurisdiccionales. En ese sentido la ley orgánica del poder judicial reconoce un orden civil que conocen además de las materias de esa rama del derecho de todas aquellas quE no están atribuidas a otro orden jurisdiccional. Reconoce también un orden penal que conoce de las causas y juicio criminales, excepto los que correspondan según las leyes a la jurisdicción militar propia del ámbito castrense. También reconoce un orden contencioso administrativo cuyos jueces y Tribunales reconocen las pretensiones relacionadas con los actos de la administración sujetos al derecho administrativo. En 4º lugar hay un orden social cuyos jueces y Tribunales conocen de todas las pretensiones tanto individuales como colectivas que se refieran al derecho de trabajo y la Seguridad Social. En contraposición a la jurisdicción ordinaria surgen las jurisdicciones especiales que constituyen excepciones que pueden significar tanto privilegios como agravios para determinados ciudadanos. La CE prohíbe taxativamente los Tribunales de excepción, pero reconoce al principio de unidad jurisdiccional. Uno de esos casos es el de las personas aforadas cuyo enjuiciamiento se atribuye a un juez superior. Otro caso de san en el ámbito estrictamente castrense y en el estado de sitio, donde la competencia de la jurisdicción militar quedará limitada estrictamente al ámbito castrense respecto de los hechos tipificados como delito por el Código Penal Militar. Esa jurisdicción militar integra el poder judicial del Estado u en consecuencia, se ha creado una sala de lo militar en el TS, que es la última instancia en este ámbito. Como última excepción es la que prevé el art. 125, CE al referirse al Tribunal de las Aguas de Valencia, alegando respeto a la tradición.
3. Principio de efectividad [art. 118, CE]:
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